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En Colombia, a partir de la expedición del Código de la Infancia y de la 
Adolescencia, Ley 1098 de 20061, se estableció la prohibición de conceder los 
beneficios y mecanismos sustitutivos de la pena en los delitos de homicidio, 
lesiones personales dolosas, delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexual o secuestro cometidos contra niños, niñas y adolescentes (art. 199). 
El numeral 1 del art. 199 de la citada norma, establece que en ese tipo de 
conductas delictivas, siempre que exista mérito para proferir medida de 
aseguramiento, la misma consistirá en reclusión en establecimiento carcelario, en 
consecuencia no procederán las medidas de seguridad no privativas de la libertad; 
por esto no es procedente la sustitución de la detención en establecimiento 
carcelario por la detención en el lugar de residencia.  
De igual forma, en virtud del Código2 no se admite la extinción de la acción penal, 
en aplicación del principio de oportunidad por indemnización integral de perjuicios; 
tampoco los subrogados de suspensión condicional de la ejecución de la pena o 
de libertad condicional, se niega la posibilidad de lograr rebaja de penas con base 
en preacuerdos o negociaciones con la Fiscalía, ni tampoco el Juez de Ejecución 
de penas podrá conceder el beneficio de sustitución de la ejecución de la pena, 
siendo solamente aplicables al procesado los beneficios por colaboración 
condicionado al hecho de que la misma sea efectiva.  
Con la implementación del sistema penal acusatorio en la legislación colombiana y 
teniendo como base de la investigación la teoría del proceso penal en el modelo 
de Estado social y democrático de derecho, como lo es el Estado colombiano, 
pretendemos realizar un estudio del numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 
                                                          
1 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1098 (8, noviembre, 2006). Por la cual se expide el 




2006, “Código de la Infancia y Adolescencia”, con el fin de analizar y determinar si 
la norma atendiendo el principio del interés superior del niño, garantiza de manera 
efectiva los derechos fundamentales de los menores de edad, respecto de las 
conductas penales que vulneran de manera grave e injustificada sus derechos o 
termina simplemente restringiendo el derecho y principio de la institución del 
derecho procesal penal de la igualdad a los autores de la conducta delictiva, 
dándoles un trato diferencial frente a los sujetos que cometen las mismas 
conductas en las que las víctimas son mayores de edad.  
Es importante realizar este tipo de análisis puesto que el Estado Colombiano se ha 
comprometido con la comunidad internacional a establecer a nivel interno 
mecanismos de protección hacia los niños, sin embargo es necesario revisar y 
analizar si la restricción establecida en la norma estudiada, cumple con la finalidad 
del interés superior los derechos de la infancia y previene o evita las conductas 
descritas hacia los menores de edad o si se vulnera el derecho de igualdad del 
procesado por estos delitos.   
La Corte Constitucional de Colombia, ha realizado algunos pronunciamientos, en 
los que se ha definido la política criminal del Estado, estableciendo que forman 
parte del concepto de política criminal las normas que tipifican las conductas 
penales, aquellas que establecen los regímenes sancionatorios y las que definen 
criterios para la eficacia de la administración de justicia, entre otras3. 
La misma Corte ha aclarado además, que el Legislador está limitado en su poder 
punitivo por los derechos reconocidos por la Constitución Política a los 
ciudadanos, ya que el Derecho Punitivo debe efectivizar estos derechos, así como 
la dignidad de las personas.  
 
                                                          
3 “Corte Constitucional De Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-936 de 23 de noviembre de 2010. 
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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Por lo anterior el problema de la investigación, es el siguiente: 
¿Garantiza el interés superior de los niños, niñas y adolescentes el numeral 1 del 
art. 199 de la Ley 1098 de 2006, que tiene prevista la prohibición de la aplicación 
de medidas de aseguramiento no privativas de la libertad los procesados respecto 
de las tipologías de homicidio, lesiones personales dolosas, delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexual o secuestro cometidos contra niños, niñas y 
adolescentes sin vulnerarles el derecho a la igualdad respecto de otros 
procesados? 
Para resolver la pregunta del problema de investigación, se plantean dos 
hipótesis, así: 
1. El precepto del numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 2006 “Código de 
la Infancia y Adolescencia” sí garantiza el interés superior de los niños, 
niñas y adolescentes sin vulnerar el derecho de igualdad de los 
procesados.  
 
2. El precepto del numeral 1 art. 199 de la Ley 1098 de 2006 “Código de la 
Infancia y Adolescencia” no garantiza el interés superior de los niños, niñas 
y adolescentes sin vulnerar el derecho de igualdad de los procesados.  
 
En virtud de lo anterior, el objetivo general de esta investigación será determinar si 
el precepto del numeral 1 art. 199 de la Ley 1098 de 2006 “Código de la Infancia y 
Adolescencia” es una norma que garantiza de manera efectiva el principio del 
interés superior de los niños, niñas y adolescentes víctimas de las tipologías de 
homicidio, lesiones personales dolosas, delitos contra la libertad, integridad y 




Es por lo expuesto que los objetivos específicos de la investigación son los 
siguientes: 
1. Determinar si el numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 2006, obedece al 
interés superior de los niños, niñas y adolescentes.  
 
2.   Determinar si la detención en establecimiento de reclusión y la prohibición 
de la aplicación de medidas de aseguramiento no privativas de la libertad 
de que trata el numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 2006, amenaza o 
vulnera el principio de igualdad de los procesados.  
 
Para lograr desarrollar estos objetivos, se investigarán los instrumentos 
internacionales que contienen los principios en aparente tensión (interés superior e 
igualdad) para establecer la categoría de cada uno de estos principios, de manera 
que nos brinde un referente cierto para proceder a realizar una ponderación de los 
principios teniendo en cuenta la norma, la jurisprudencia y la doctrina y determinar 
cuál de ellos resulta prevalente al presentar tensión. 
  
De esta forma, se analizara si lo establecido por el numeral 1 del art. 199 de la Ley 
1098 de 2006 en lo referente a la inclusión de los delitos de lesiones personales 
dolosas, homicidio, delitos sexuales y secuestro y la prohibición de la aplicación de 
medidas de aseguramiento no privativas de la libertad para quienes comenten 
estos delitos en contra de los menores, armoniza con el principio del interés 
superior del niño o si deviene en detrimento del derecho de igualdad como 
conclusión de todo lo anterior.    
 
El tipo de investigación que se desarrolla es jurídica, por tratarse del estudio de 
normas, como los son los instrumentos internacionales referentes a derechos de 
los niños, el numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 2006 en lo referente a la 
detención en establecimiento de reclusión y prohibición de aplicación de medidas 
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de aseguramiento no privativas de la libertad en los tipos penales tenidos en 
cuenta por el legislador para los sujetos activos de estas conductas, la 
jurisprudencia y la doctrina; como método de investigación se utiliza el método 
teórico - análisis y síntesis, teniendo en cuenta que se realizara un análisis jurídico 
de la norma, respecto a la prevalencia del interés superior del niño o la prevalencia 
de la igualdad de los procesados.  
Se utilizaron como fuentes primarias los instrumentos internacionales referentes a 
derechos de los niños, la Constitución y la ley. Como fuentes secundarias, los 
pronunciamientos jurisprudenciales y la doctrina nacional y extranjera.  
Para la recolección de la información se acudió a la biblioteca del Congreso de la 
República, a la biblioteca Luis Ángel Arango, a la relatoría de la Corte Suprema de 
Justicia, igualmente se consultó en línea en diferentes bibliotecas de la red de 
bibliotecas del Banco de la República y a las bibliotecas personales.  
Como marco histórico, el proyecto tiene por finalidad estudiar los antecedentes del 
interés superior de los menores de edad y del principio de igualdad, el contenido 
de los diferentes tratados y convenios internacionales en los que se han 
consagrado el interés superior de los niños y la igualdad de los procesados 
teniendo siempre en cuenta la institución jurídica del procedimiento penal de las 
medidas de aseguramiento.    
En cuanto al marco jurídico, se hará referencia a los diferentes instrumentos 
internacionales que consagran los principios de interés superior e igualdad, de la 
misma forma se estudiara la normativa nacional como la Ley 1098 de 2006, 
Código de Infancia y Adolescencia, así como la Ley 906 de 2004, por la cual se 
implementó el sistema penal acusatorio en Colombia y el Código Penal, así como 
jurisprudencia y doctrina relacionada.  
El principal marco conceptual se encuentra en la norma estudiada, esto es el 
numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 2006, que prevé la detención en 
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establecimiento de reclusión y la prohibición de aplicación de medidas de 
aseguramiento no privativas de la libertad, en aquellos casos en que la víctima es 
un menor de edad, también se tendrán en cuenta los pronunciamientos 
jurisprudenciales y los diferentes autores nacionales y extranjeros que tratan el 
tema, con el fin de analizar las diferentes interpretaciones y posturas sobre el 
mismo.  
El tema se desarrollará en cuatro capítulos, en el primero se revisará el marco 
jurídico internacional, tratados y convenios sobre derechos humanos, que 
propenden por la protección especial de los niños e instan a los Estados a adecuar 
sus mecanismos de protección en favor de la infancia, así como aquellos que 
reconocen derechos y garantías mínimas a los procesados.  
En el segundo capítulo se tratará los derechos de los niños como sujetos de 
especial protección, en el tercer capítulo se revisará la institución jurídica del 
derecho procesal penal de las medidas de aseguramiento y en el cuarto capítulo 
se estudiara la constitucionalización del derecho penal, el bloque de 
constitucionalidad y se realizara la ponderación de los dos principios: el de 
protección especial de los niños y el de igualdad de los procesados, y en el quinto 
capítulo, finalmente se encontrarán las conclusiones y recomendaciones que 
resulten de la investigación.  
Teniendo en cuenta el objeto del presente documento, se ha de decir que existen 
pronunciamientos jurisprudenciales que explican que esta modalidad de penas en 
contra de los que atentan contra la vida o integridad de los niños, se justifica en 
virtud del interés superior de los niños y la prevalencia de sus derechos, pero, 
consideramos necesario analizar si esta restricción a los agresores de los niños, 
en realidad cumple con la finalidad de garantizar dicho interés superior y preservar 
sus derechos de manera prevalente y en consecuencia se justifique un trato 
evidentemente desigual frente a otros ciudadanos que realizan la misma conducta 
cuya víctima es mayor de edad.   
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Se destaca que la comunidad internacional establece la necesidad de la 
prevalencia del interés superior de los niños, fundada en una esperanza de un 
mejor mundo, por eso solicita a los Estados la protección especial de los niños y 
establece alguna bases para su formación, en el entendido que son ellos los que 
años más adelante estarán afrontando las necesidades y estableciendo las 
relaciones, buscándose entonces evitar que el mundo vuelva a afrontar 
situaciones de guerra y que sean los niños quienes implementen una forma 
diferente de resolver los conflictos cuando sean adultos.  
Adicionalmente, los procesados son sujetos de garantías, de protección y de 
reconocimiento de derechos, dentro de un Estado social y democrático de 
derecho, en el que se destaca especialmente la restricción mínima de los 
derechos y la observancia plena de las garantías procesales, que desde el punto 
de vista del principio de igualdad parece no estar siendo reconocido en el 
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Colombia, constituida como un Estado social y democrático de derecho, según la 
Constitución Nacional4, reconoce derechos a todos sus asociados, sin ninguna 
distinción, obligándose a la protección de los derechos reconocidos a los 
ciudadanos, dentro del grupo poblacional se encuentran los grupos a los que se 
refiere este trabajo, en primer lugar los niños, que en virtud de la norma 
constitucional son sujetos de especial y prevalente protección y en segundo lugar 
los infractores de la ley penal, grupo dentro del cual para el presente estudio 
denominaremos el sub grupo de infractores de la ley penal inmersos en conductas 
de homicidio, lesiones personales dolosas, delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexual y el delito de secuestro cometidos contra niños, niñas y 
adolescentes5.  
Lo anterior teniendo en cuenta que la norma analizada, art. 199 de la Ley 1098 de 
2006 “Código de la Infancia y la Adolescencia”, establece taxativamente los tipos 
penales tenidos en cuenta para que el infractor pierda los beneficios y 
mecanismos sustitutivos de la pena, es decir, si hay lugar a medida de 
aseguramiento la misma consistirá siempre en detención en establecimiento 
carcelario6, no se podrá aplicar el beneficio de sustitución de detención preventiva 
por la detención en el lugar de residencia7, no procederá en casos de 
indemnización integral de perjuicios la aplicación del principio de oportunidad 
                                                          
4 “Constitución Política De Colombia de 1991. Art. 1: Colombia es un Estado social de derecho, organizado 
en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general.” 
5 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1098 (8, noviembre, 2006). Por la cual se expide el Código 
de la Infancia y la Adolescencia. Diario oficial. Bogotá, 2006. no. 46446 
6 “Ley 1098 de 2006. Art. 199 numeral 1: Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los 
casos del artículo 306 de la Ley 906 de 2004, esta consistirá siempre en detención en establecimiento de 
reclusión. No serán aplicables en estos delitos las medidas no privativas de la libertad previstas en los 
artículos 307, literal b), y 315 de la Ley 906 de 2004.” 
7 “Ley 1098 de 2006. Art. 199 numeral 2: No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención 
preventiva en establecimiento carcelario por la de detención en el lugar de residencia, previsto en los 
numerales 1 y 2 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004.” 
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como causal de extinción de la acción8, no será procedente el subrogado de 
suspensión condicional de la ejecución de la pena9 ni el de libertad condicional10, 
no será aplicable el beneficio de sustitución de la ejecución de la pena11, ni las 
rebajas de penas por preacuerdos y negociaciones con la Fiscalía.  
Así las cosas, se identifica que en virtud de los regulado por la Ley de Infancia y 
Adolescencia, no es posible la aplicación de los beneficios y mecanismos 
sustitutivos, cuando el sujeto pasivo de la conducta es un menor de edad, lo que 
en primer lugar hace pensar en un trato desigual para estos infractores, respecto a 
los investigados por el mismo tipo penal cuyo sujeto pasivo es un mayor de edad.  
En segundo lugar, hace pensar que los tipos penales descritos en el art. 199 de la 
Ley 1098 de 2006, son los únicos que por su aparente gravedad revisten 
importancia para los legisladores y con ello se garantiza de manera efectiva y 
suficiente la materialización de los derechos de los niños, niñas y adolescentes  y 
es precisamente el estudio que se pretende realizar, si el contenido de la 
mencionada norma vulnera o desconoce el derecho de igualdad de los infractores 
penales.  
Colombia se ha comprometido con la comunidad internacional a la protección 
especial de la infancia (como categoría especial e independiente), que ha sido un 
tema de interés de muchos países, motivo por el cual a través de las diferentes 
declaraciones de derechos, convenciones y tratados internacionales ordenan la 
observancia del interés superior de los niños, sin embargo también existen 
declaraciones de derechos, convenciones y tratados internacionales y normas que 
                                                          
8 “Ley 1098 de 2006. Art. 199 numeral 3: No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del 
principio de oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los casos de 
reparación integral de los perjuicios.”  
9 “Ley 1098 de 2006. Art. 199 numeral 4: No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la 
Ejecución de la Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal.” 
10 “Ley 1098 de 2006. Art. 199 numeral 5: No procederá el subrogado penal de Libertad Condicional, previsto 
en el artículo 64 del Código Penal.” 
11 “Ley 1098 de 2006. Art. 199 numeral 6: En ningún caso el juez de ejecución de penas concederá el 
beneficio de sustitución de la ejecución de la pena, previsto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004.” 
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establecen y resaltan los principios inherentes al ser humano (como categoría 
general) que deben ser observados al momento de ser procesado, máxime 
cuando se limiten derechos fundamentales, orientando a los Estados a efectivizar 
la protección de los derechos y garantías de manera diferencial, esto es, 
dependiendo a que categoría corresponda el sujeto pasivo en estos grupos 
poblacionales.  
Con la norma analizada, se pretendió indudablemente el interés superior de los 
niños y la protección especial de los derechos de los niños, en especial frente a 
conductas que el legislador consideró gravemente lesivas de sus derechos y su 
integridad, pero dejó de incluir tipos penales que resultan igual o mayormente 
lesivos para la categoría especial de menor de edad, estudio realizado sin una 
debida motivación y sin un análisis profundo a los tipos penales que además de 
los si previstos, representan verdaderas atrocidades (crímenes de guerra, 
abandono, utilización de menores para cometer delitos, desviación o apropiación 
de presupuesto para mejorar la condición de la niñez),  por lo que podría pensarse 
que la norma no es adecuada para el fin de proteger a los niños de aquellas 
conductas que le lesionan sus derechos de manera grave e injustificada.  
Es por lo anterior, que se considera necesario que se estudie y analice la 
problemática nacional en procura de una política criminal que pueda dirigirse hacia 
la verdadera protección prevalente de los derechos de los niños, no solo hacia 
unas pocas conductas sino analizar e incluir en el articulado muchas otras, igual o 
mayormente lesivas para este grupo poblacional.  
A nivel Constitucional se consagra el interés superior de los niños, pero también 
se le reconocen garantías a los procesados, es decir se trata de normas 
constitucionales que son de igual entidad, no siendo posible, en principio, el 
desconocimiento de ninguna de ellas. En primer momento se podría pensar que la 
prohibición de la aplicación de beneficios y mecanismos sustitutivos iría en contra 
de las garantías reconocidas a los procesados, sin embargo tal tratamiento en 
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principio diferente, se justifica en procura de la protección de la infancia, ya que la 
misma Constitución Nacional estableció que sus derechos prevalecen sobre los 
derechos de los demás12. 
Sin embargo, como se dijo anteriormente se considera que el art. 199 de la Ley 
1098 de 2006, no consagra todas las conductas que lesionan gravemente la 
dignidad y los derechos de los niños, por lo que no cumpliría con esta finalidad. 
Por esto es necesario ampliar la gama de protección hacia los menores, 
procurando así una protección efectiva de sus derechos.  
Es un tema de actualidad, ya que como hecho notorio en Colombia a diario se ven 
en los canales de mayor audiencia, denuncias por atrocidades cometidas en 
contra de la niñez, donde delitos de colosal envergadura como la no prestación de 
servicios de salud a la población infantil, la corrupción burocrática atinente a la 
pérdida o desviación de los recursos destinados para el mejoramiento de las 
condiciones de esta categoría especial de población, la utilización de menores en 
organizaciones criminales, el abandono de los menores en lugares despoblados y 
crímenes de guerra, son conductas que merecen toda la atención del legislador 
para que sean incluidas como conductas que atentan gravemente contra los 
principios de interés superior, protección especial y prevalencia de derechos.   
También es un hecho notorio que el conflicto armado ha ocasionado la 
deshumanización del derecho en nuestro país para ser visto y tratado actualmente 
como un proceso aritmético de sumas y restas y se ha venido modificando la 
                                                          
12 “Constitución Política de Colombia. Art. 44: Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 
una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre 
expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por 
Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la 
autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.” 
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prevalencia de la principialística del derecho penal a conveniencia del gobierno de 
turno. 
Razones anteriores que nos instan a desarrollar el presente trabajo para que sea 
tenido en cuenta por estudiantes de derecho para exhortarlos a profundizar la 
investigación de estos temas que resultan interesantísimos por la riqueza 
jurisprudencial y doctrinaria que contienen.  
Igualmente está dirigido a los profesionales del derecho en general, pero 
especialmente para aquellos que tienen el deber de aplicar o de solicitar la 
aplicación de las normas tendientes a la protección de los derechos de los niños, 
puesto que este trabajo servirá de guía para la ponderación del principio de interés 
superior del niño frente al principio de igualdad de las normas y finalmente 
pretende crear conciencia frente al legislador, para que cuando medien temas 
atinentes a la categoría de los menores sean abordados con la responsabilidad e 





1. CAPÍTULO PRIMERO: CORPUS IURIS INTERNACIONAL. 
La protección especial a la infancia y a los procesados por conducta delictiva, 
cuenta con amparo en documentos internacionales que surgen de las 
convenciones y pactos de los países sobre derechos humanos.  
Los tratados de derechos humanos son un conjunto de normas que obligan a los 
Estados Parte a la protección de los derechos reconocidos en esos documentos, 
obligándose a la implementación de diferentes mecanismos para la protección 
efectiva de esta clase de derechos, estas normas constituyen límites al ejercicio 
del poder por parte de los Estados13, el cual además debe garantizar el ejercicio 
de tales derechos a todos sus asociados, convirtiéndose en responsable de las 
violaciones a los mismos, por lo que el Estado tiene los deberes de prevenir, 
investigar y sancionar las acciones que atentan contra los derechos reconocidos 
en dichos instrumentos14. 
Por tal motivo, la comunidad internacional se ha pronunciado al respecto, ya que 
han sido diferentes los instrumentos internacionales que protegen los derechos de 
los niños a nivel, personal, familiar y social, entre ellos la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (1948)15; la Declaración de los Derechos del Niño (1959)16; la 
Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para 
                                                          
13 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional. Universidad Externado de 
Colombia. 2014. P. 200. 
14 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional. Universidad Externado de 
Colombia. 2014 P. 196 - 197. 
15 “Declaración Universal de los Derechos Humanos. Adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas 
en su Resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948. Art. 25, numeral 2. La maternidad y la infancia 
tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de 
matrimonio, tienen derecho a igual protección social.” 
16 “Declaración de los Derechos del Niño. Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
resolución 1386 (XIV) en la Resolución 1386 (XIV) del 20 de noviembre de 1959. Principio 2. El niño gozará 
de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por 
otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 
normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración 
fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño.”  
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contraer matrimonio y el registro de los matrimonios (1962)17; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)18, adoptado en Colombia 
mediante la Ley 74 de 1968; El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966)19, incluido por Colombia mediante la Ley 74 de 1968; 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969)20, adoptada por 
Colombia mediante la Ley 16 de 1972.  
De la misma forma, el Convenio 138 de 1973 de la Organización Internacional del 
Trabajo (en adelante OIT), sobre la edad mínima de admisión al empleo, adoptado 
por Colombia mediante Ley 515 de 1999; El Protocolo Adicional a los Convenios 
de Ginebra del 12 de agosto de 1949 sobre protección de víctimas en conflictos 
armados internacionales, adoptado en Ginebra el 8 de junio de 1977; La 
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores (1989), 
adoptada por Colombia mediante Ley 620 de 2000; la Convención Interamericana 
sobre Obligaciones Alimentarias (1989), adoptada por Colombia mediante Ley 449 
de 1998; la Convención sobre los Derechos de los Niños (1989), adoptada por 
Colombia mediante Ley 12 de 1991; las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
                                                          
17 “Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el 
registro de los matrimonios. Ratificada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 
1763 A (XVII), de 7 de noviembre de 1962. Art. 2: Los Estados Partes en la presente Convención adoptarán 
las medidas legislativas necesarias para determinar la edad mínima para contraer matrimonio. No podrán 
contraer legalmente matrimonio las personas que no hayan cumplido esa edad, salvo que la autoridad 
competente por causas justificadas y en interés de los contrayentes, dispense el requisito de la edad.” 
18 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en su Resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966. Art. 24, numeral 1: Todo niño tiene 
derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, 
posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por 
parte de su familia como de la sociedad y del Estado.”  
19 “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Adoptado por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en su Resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966. Art. 10, numeral 3. 3: 
Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin 
discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y 
adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o 
en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. 
Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado 
por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.”  
20 “Convención Americana sobre Derechos Humanos. Suscrita por los estados signatarios el 22 de noviembre 
de 1969. Art. 19: Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren 
por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.”  
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para la Administración de Justicia de Menores (1989) - Reglas de Beijing; las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores 
Privados de la libertad (1991); el Convenio de la Haya (1980), sobre Secuestro 
internacional de Niños, adoptado por Colombia mediante la Ley 173 de 1994.  
Encontramos también la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la violencia contra la mujer, adoptado por Colombia mediante Ley 248 de 
1995; el Convenio de la Haya (1993), sobre cooperación en materia de Adopción 
internacional, adoptado por Colombia mediante Ley 265 de 1996; el Convenio 182 
de 1999 de la OIT, sobre prohibición de las peores formas de trabajo infantil, 
adoptado por Colombia mediante Ley 704 de 2001; la Convención contra el 
Crimen Organizado Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (2000), adoptado 
por Colombia mediante Ley 800 de 2003; y finalmente la Convención sobre 
Protección de Derechos a Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas 
(2006), adoptada por Colombia mediante la Ley 1346 de 2009.    
En este capítulo se hará referencia a algunos de los documentos del derecho 
internacional de los derechos humanos, adoptados por el Estado Colombiano, en 
especial a los que han reconocido derechos fundamentales a los niños y a las 
personas investigadas por conductas delictivas, teniendo en cuenta el objetivo del 
presente documento.  
 
1.1. Declaración Universal de los Derechos Humanos.  
Este documento fue proclamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
en París el 10 de diciembre de 1948, establece por primera vez los derechos 
humanos fundamentales, los que deben protegerse en todo el mundo, 
considerando que el reconocimiento de estos derechos contribuiría a la libertad, a 
la justicia y la paz mundial.    
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En virtud de lo anterior, se reconocieron derechos de la persona humana y se 
definen como: "ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben 
esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose 
constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el 
respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de 
carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y 
efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los 
territorios colocados bajo su jurisdicción”21 (Cursiva propia).   
El convenio reconoce iguales derechos a todas las personas sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición22. 
En este documento se reconoce a la maternidad y a la infancia el derecho a 
cuidados y asistencia especial23 y también reconoce que toda persona frente a 
cualquier acusación que se le haga en materia penal tiene derecho de acudir a los 
tribunales en condiciones de plena igualdad para ser oído24.  
                                                          
21 “Preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos: Considerando que la libertad, la justicia 
y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana; 
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de 
barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más 
elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la 
miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias; 
Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el 
hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión (…)”.  
22 “Convención Americana de Derechos Humanos. Art. 1 numeral 1: Los Estados Partes en esta Convención 
se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 
23 “Declaración Universal de los Derechos Humanos. Art. 25 numeral 2: La maternidad y la infancia tienen 
derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, 
tienen derecho a igual protección social.” 
24 “Declaración Universal de los Derechos Humanos. Art. 10: Toda persona tiene derecho, en condiciones de 
plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 
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Con lo anterior, se pude decir que los derechos de especial protección de los 
niños, así como los derechos del implicado en una conducta penal, tienen el 
mismo rango, son derechos protegidos en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los Estados Parte se comprometen a garantizar el goce efectivo de los 
mismos, así como a implementar mecanismos de especial protección. 
 
1.2. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 
Fue aprobada por la IX Conferencia Internacional Americana realizada en Bogotá 
en 1948, no ha sido considera como tratado, ni tampoco hace parte de la Carta de 
la Organización de los Estados Americanos (OEA), sin embargo ésta la incluye 
como documento básico de Derechos Humanos25.   
Este documento, establece que: “Todos los hombres nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y, dotados como están por naturaleza de razón y conciencia, 
deben conducirse fraternalmente los unos con los otros”26 (Cursiva propia).  
Se reconoce que los derechos y los deberes del hombre están íntimamente 
relacionados y no pueden ejercerse o exigirse el uno sin el otro, los ciudadanos no 
pueden exigir los derechos sin el cumplimiento de sus deberes y viceversa, ya que 
                                                                                                                                                                                 
determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal.”  
25 Recuperado el 18 de enero de 2017 de [www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp]. 
26 “Preámbulo de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: Todos los hombres 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por naturaleza de razón y conciencia, 
deben conducirse fraternalmente los unos con los otros. 
El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos y deberes se integran 
correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si los derechos exaltan la libertad 
individual, los deberes expresan la dignidad de esa libertad. 
Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los apoyan conceptualmente y los 
fundamentan (…).”  
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los dos, derechos y deberes, contribuyen a la realización del ser humano, 
reconociendo a los niños el derecho a gozar de una protección especial27. 
 
1.3. Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.  
Fue adoptado en la Asamblea General de Naciones Unidas el 16 de diciembre de 
1966, junto con el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales y cobró vigencia el 03 de enero de 1976. 
Estos pactos junto con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
conforman la “Carta de los Derechos Humanos”28, que se consideran textos 
fundamentales de protección de estos derechos, allí las Naciones Unidas 
proclaman los principios de libertad, justicia y paz, reconociendo la dignidad, los 
derechos fundamentales del hombre y el valor de las personas, con el fin de 
promover el progreso social, elevando la vida a una concepción más amplia de la 
libertad, reconociendo la igualdad de derechos y libertades entre los hombres sin 
ninguna restricción por condiciones de raza, color, idioma, sexo, religión, opinión 
política, nacionalidad, posición económica o de cualquier otra índole (Cursiva 
propia).  
Respecto a los derechos civiles y políticos que son inherentes a la libertad del ser 
humano, se promueve la autodeterminación, la equidad de género y la garantía de 
los derechos humanos fundamentales.  
                                                          
27 “Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Art. 7: Derecho de protección a la 
maternidad y a la infancia. Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia, así como todo niño, 
tienen derecho a protección, cuidados y ayuda especiales.” 
28 Recuperado el 16 de enero de 2017 de [www.un.org/es/rights/overview/charter-hr.shtml]. La Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (DUDH) es un documento declarativo adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), el 10 de diciembre de 1948 en Paris; en ésta se 
recogen en sus 30 artículos los derechos humanos considerados básicos, a partir de la carta de San Francisco 
(26 de junio de 1945). La unión de esta declaración y los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y sus 
Protocolos comprende lo que se ha denominado la Carta Internacional de Derechos Humanos. 
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Este pacto protege especialmente los derechos a la vida29, no ser torturado u 
objeto de tratos crueles, inhumanos o degradantes30, prohíbe la esclavitud31, 
protege la libertad pues prohíbe detenciones arbitrarias32, protege la equidad 
procesal o el debido proceso33, la libertad de movimiento, de pensamiento, 
expresión, conciencia y religión34 y el derecho a elegir y ser elegido35. 
Se refiere al niño como sujeto de especial protección, cuando establece “Todo 
niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las 
medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su 
familia como de la sociedad y del Estado” (…)36, existiendo la corresponsabilidad 
                                                          
29 “Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 6 numeral 1: El derecho a la vida es inherente a la 
persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.” 
30 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 7: Nadie será sometido a torturas ni a penas o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a 
experimentos médicos o científicos.” 
31 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 8 numeral 1: Nadie estará sometido a esclavitud. 
La esclavitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas sus formas.” 
32 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 9 numeral 1: Todo individuo tiene derecho a la 
libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá 
ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en 
ésta.” 
33 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 14 numeral 1: Todas las personas son iguales 
ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación 
de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u 
obligaciones de carácter civil (…).” 
34 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 18 numeral 1: Toda persona tiene derecho a la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la 
religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, 
individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, 
las prácticas y la enseñanza.” 
35 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 25: Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de 
la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y 
oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente 
elegidos; 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por 
voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.” 
36 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 24.  
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de los mencionados en la protección de los derechos y la integridad de los 
menores de edad (Cursiva propia).  
Pero también este tratado menciona a los procesados como sujetos de derechos, 
les reconoce el derecho a la igualdad37, reconoce la presunción de inocencia y 
establece garantías mínimas para las personas que sean acusadas de un delito38.  
En el documento, los Estados Parte se comprometen a respetar y garantizar a 
todas las personas los derechos reconocidos, es decir para el caso que nos ocupa 
a los niños y a los procesados, mediante la adopción de medidas para hacer 
efectivos estos derechos39. Así pues, este tratado fue adoptado por Colombia 





                                                          
37 Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 14. 
38 “Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 14, numeral 3. Durante el proceso, toda persona 
acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas 
de la acusación formulada contra ella; 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un 
defensor de su elección; 
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su 
elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés 
de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes 
para pagarlo; 
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de 
descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 
f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el 
tribunal; 
g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.” 
39 “Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. Art. 2, numeral 2: Cada Estado Parte se compromete a 
adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carácter.” 
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1.4. Convención Americana de Derechos Humanos. 
La Convención Americana de Derechos Humanos, o Pacto de San José de Costa 
Rica, firmada en esa ciudad el 22 de noviembre de 1969, fue aprobada por 
Colombia por medio de la Ley 16 de 197240. 
En este instrumento, los Estados Parte reconocen los derechos esenciales del 
hombre como atributo de la persona humana, considerando necesario reconocer y 
garantizar los derechos sociales, culturales, económicos, civiles y políticos41.  
Dentro del documento se reconocen a todas las personas, lo que en Colombia se 
consagran como derechos fundamentales, se protege el derecho a la vida de los 
aún no nacidos, se enuncian además derechos de índole social, cultural, 
económicos, civiles y políticos.  
En cuanto a la protección especial de los derechos de los niños o menores de 
edad, se encuentran algunas referencias especiales a esta población, ya que, 
como personas se les garantizan todos los derechos reconocidos en la 
Convención, estableciendo que tienen derecho a la protección por parte de la 
familia, la sociedad y el Estado42. 
Se consignó que cuando el procesado sea un menor de edad, debe ser separado 
de los adultos y deberá ser conducido ante tribunal especializado a la mayor 
brevedad posible, esto constituye un reconocimiento y protección especial del 
menor infractor de la ley penal43.  
De igual manera el documento establece garantías mínimas para las personas a 
las que se le formule cualquier acusación penal en su contra, como el derecho a 
                                                          
40 Publicada en el Diario Oficial 33.780 de febrero 5 de 1973. 
41 Preámbulo de la Convención Americana de Derechos Humanos, Parágrafo 5.  
42 “Convención Americana de Derechos Humanos. Art. 19: Derechos del Niño. Todo niño tiene derecho a las 
medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado.”  
43 Convención Americana de Derechos Humanos. Art. 5, numeral 5.  
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ser oído, presunción de inocencia, ser asistido por traductor, conocer de que se le 
inculpa, preparación de su defensa y derecho a la defensa directamente o por 
medio de un defensor proporcionado por el Estado, con quien podrá comunicarse 
libremente, a no ser obligado a declarar en su contra, a no ser juzgado dos veces 
por el mismo delito y a un juicio público44. 
Así también, se garantiza el derecho de igualdad ante la ley, estableciendo que 





                                                          
44 “Convención Americana de Derechos Humanos. Art. 8.  Garantías Judiciales: 1. Toda persona tiene 
derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de 
orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no 
habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de 
comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no 
según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 
plazo establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, 
como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos 
hechos. 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la 
justicia.” 
45 “Convención Americana de Derechos Humanos. Art. 24. Igualdad ante la Ley.  Todas las personas son 
iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.” 
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1.5. Declaración de los Derechos del Niño. 
En 1959, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó este documento 
constituyéndose en el primero que consagra los principios fundamentales de los 
derechos de los niños. 
Este documento tiene como antecedente lo enunciado por la Declaración de 
Ginebra sobre los Derechos del Niño de 1924, en el sentido que  “la humanidad 
debe al niño lo mejor que ésta puede darle”46 y reconocida en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos que establece “la maternidad y la infancia 
tienen derechos a cuidados especiales y asistencia”47 y describe la familia como 
“el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección 
de la sociedad y del Estado”48 (Cursiva propia). 
La Declaración de los Derechos del Niño, se realiza considerando que los niños 
por su falta de madurez física y mental, requieren de protección y cuidado 
especial, antes y después de su nacimiento49, por lo que se establecen los 
principios de los derechos de esta población, así:  
1. El derecho a la igualdad, sin distinción de raza, religión o 
nacionalidad. 
2. El derecho a tener una protección especial para el desarrollo físico, 
mental y social del niño. 
3. El derecho a un nombre y a una nacionalidad desde su nacimiento. 
                                                          
46 Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño. Sociedad de Naciones. 1924. 
47 Declaración Universal de Derechos Humanos. Art.  25 numeral 2. 
48 Declaración Universal de Derechos Humanos. Art.  16. 
49 “Preámbulo de la Declaración de los Derechos del Niño: Considerando que, de conformidad con los 
principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo se 
basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana.  
Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 
fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que han decidido promover el 
progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad (…).” 
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4. El derecho a una alimentación, vivienda y atención médicos 
adecuados. 
5. El derecho a una educación y a un tratamiento especial para 
aquellos niños que sufren alguna discapacidad mental o física. 
6. El derecho a la comprensión y al amor de los padres y de la 
sociedad. 
7. El derecho a actividades recreativas y a una educación gratuita. 
8. El derecho a estar entre los primeros en recibir ayuda en cualquier 
circunstancia. 
9. El derecho a la protección contra cualquier forma de abandono, 
crueldad y explotación. 
10. El derecho a ser criado con un espíritu de comprensión, tolerancia, 
amistad entre los pueblos y hermandad universal.  
 
Además, establece que los niños deben gozar de: “protección especial y dispondrá 
de oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, 
para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en 
forma saludable y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al 
promulgar leyes con este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será 
el interés superior del niño50” (Cursiva propia).    
 
1.6. Convención sobre los Derechos del Niño. 
Este documento fue aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
por unanimidad en la Resolución 44/25 del 20 de noviembre de 1989, como un 
interés de la comunidad internacional para la protección de los derechos de la 
infancia y teniendo en cuenta la necesidad de proporcionar a los niños una 
protección especial enunciada desde la Declaración de Ginebra sobre los 
                                                          
50 Principio 2 de la Declaración de los Derechos del Niño.  
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Derechos del Niño de 1924 y la Declaración de los Derechos del Niño adoptada 
por las Naciones Unidas en 1959, la cual fue reconocida en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, arts. 23 y 24 y en el Pacto Internacional de los Derechos 
Sociales, Económicos y Culturales en el art. 10, entre otros.  
En la Declaración de los Derechos Humanos51, se reconoció que la infancia tiene 
derecho a cuidados y asistencia especial, teniendo en cuenta su falta de madurez 
física y mental y la necesidad de protegerle en su adecuado desarrollo, por lo que 
se protege además a su familia, que se considera el medio ideal para el pleno 
desarrollo del infante, siempre que la familia le brinde el ambiente adecuado para 
que el menor se prepare para una vida independiente en sociedad. Además, en la 
Carta de Naciones Unidas se considera que el niño debe ser preparado en un 
espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad.   
Como antecedente se tiene que el proyecto de la Convención presentado por 
Polonia fue desarrollado por un grupo de trabajo designado por la Comisión de 
Derechos Humanos que ya había iniciado sus trabajos desde 1979 declarado 
internacionalmente como “el año del niño”. 
Hay que indicar que la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 es el 
primer instrumento internacional multilateral de alcance general que otorga una 
protección específica a la infancia, constituyéndose en punto de referencia 
insoslayable en los sistemas de protección de la infancia52. La simple lectura del 
texto, permite inferir la existencia de cuatro principios generales de obligatoria 
observancia para la interpretación de la Convención en su conjunto, el principio de 
                                                          
51 NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. Resolución 217 A-III (10, diciembre, 1948). Por la que 
se proclama y adopta la Declaración Universal de Derechos Humanos 
52 PECES-BARBA MARTÍNEZ, Gregorio; FERNÁNDEZ LIESA, Carlos R; LLAMAS CASCÓN, Ángel. 
Textos Básicos de Derechos Humanos. Editorial Aranzadi. Elcano (Navarra) 2001. P. 479.  
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no discriminación53, el principio de interés superior del niño54, el principio y 
derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo55 y el principio de la opinión del 
niño56. 
El Instrumento Internacional no es innovador, ya que lo que hace es reunir 
postulados que ya habían sido citados por otros instrumentos, consta de un 
preámbulo y cincuenta y cuatro (54) artículos, que se dividen en tres (3) partes. 
La Convención, a lo largo de su preámbulo y sus 54 artículos, reconoce que los 
niños (seres humanos menores de 18 años) son individuos con derecho de pleno 
desarrollo físico, mental y social y con derecho a expresar libremente sus 
                                                          
53 “Convención sobre los Derechos del Niño. Art. 2: 1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados 
en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción 
alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra 
índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o 
cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea protegido 
contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones 
expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares.” 
54 “Convención sobre los Derechos del Niño. Art. 3: 1. En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas 
o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para 
su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de 
él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del 
cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, 
especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación 
con la existencia de una supervisión adecuada.” 
55 “Convención sobre los Derechos del Niño. Art. 6: 1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el 
derecho intrínseco a la vida. 
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño.” 
56 “Convención sobre los Derechos del Niño. Art. 12: 1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en 
condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos 
que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y 
madurez del niño. 
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o 
administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano 
apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional.” 
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opiniones. Además dicho documento es también un modelo para la salud, la 
supervivencia y el progreso de toda la sociedad humana57. 
En virtud de este documento, los Estados Partes se obligan a adoptar medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educativas para proteger a los niños contra 
cualquier forma de violencia, incluida la violencia sexual, perjuicio, abuso físico o 
mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, estableciendo en 
estos casos procedimientos eficaces para establecer programas que proporcionen 
la asistencia necesaria al menor y su familia, siempre y cuando no sea necesario 
adoptar como medida de protección en favor del menor el retiro de su medio 
familiar58. 
Además de lo anterior, los Estados se obligan a adoptar las medidas adecuadas 
para la recuperación física y psicológica, así como para la reintegración social de 
los niños víctimas de abandono, explotación, abuso, tortura59, de igual manera se 
deben implementar medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral para 
evitar entre otros delitos el secuestro de menores de edad60. 
                                                          
57 Convención sobre los Derechos del Niño. UNICEF Comité Español. Editorial Nuevo Siglo. Madrid 2006. 
P. 6. También disponible en [https://www.unicef.org/colombia/pdf/CDNparte1.pdf], recuperada el 21 de 
enero de 2017.  
58 “Convención sobre los Derechos de Niño. Art. 19: 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de 
perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso 
sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier 
otra persona que lo tenga a su cargo.  
2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos eficaces para el 
establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes 
cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una 
institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al 
niño y, según corresponda, la intervención judicial.”  
59 “Convención sobre los Derechos de Niño. Art. 39: Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima 
de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un 
ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño.” 
60 “Convención sobre los Derechos de Niño. Art. 35: Los Estados Partes tomarán todas las medidas de 
carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de 
niños para cualquier fin o en cualquier forma.”  
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Colombia aprobó mediante Ley 12 de 1991, la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño61, además en la legislación nacional se establece que la 
convención hace parte integral de la Ley de infancia y Adolescencia y servirá de 
guía para su interpretación y aplicación. 
En cuanto a la materia de estudio, la Ley de Infancia y Adolescencia62, incorpora 
los tratados internacionales de derechos humanos, en especial la Convención 
sobre los Derechos del Niño como parte integral y como guía de interpretación y 
aplicación y el Código de Procedimiento Penal establece que en las actuaciones 
procesales prevalecen los tratados y convenios internacionales sobre derechos 








                                                          
61 Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. Por medio de la cual se aprueba la Convención 
sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1989". Entrada en Vigencia: 22/01/1991 Medio de Publicación: Diario Oficial 39640 de enero 22 de 1991. 
62 “Ley 1098 de 2006. Art. 6: Reglas de Interpretación y Aplicación. Las normas contenidas en la 
Constitución Política y en los tratados o convenios internacionales de Derechos Humanos ratificados por 
Colombia, en especial la Convención sobre los Derechos del Niño, harán parte integral de este Código, y 
servirán de guía para su interpretación y aplicación. En todo caso, se aplicará siempre la norma más favorable 
al interés superior del niño, niña o adolescente. 
La enunciación de los derechos y garantías contenidos en dichas normas, no debe entenderse como negación 
de otras que, siendo inherentes al niño, niña o adolescente, no figuren expresamente en ellas.” 
63 “Ley 906 de 2004. Art. 3: Prelación de los Tratados Internacionales. En la actuación prevalecerá lo 
establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia que traten sobre derechos 







2. CAPÍTULO 2: NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES COMO SUJETOS DE 
DERECHOS Y DE PROTECCIÓN. 
Desde hace mucho tiempo, los niños han sido el centro de atención de los 
Estados y de las organizaciones internacionales, que han convenido en diferentes 
instrumentos de derecho internacional a una protección especial iniciando desde 
la misma familia, también la sociedad y el Estado, debido a su falta de madurez y 
por consiguiente a la vulnerabilidad o indefensión que esto conlleva, por lo tanto 
se concluye la necesidad de garantizarles un proceso de formación en condiciones 
adecuadas por ser quienes representan el futuro de los pueblos64.   
Teniendo en cuenta lo anterior y en atención a que Colombia ha adoptado varios 
de los instrumentos internacionales citados en el primer capítulo, en la reforma 
Constitucional de 1991, estableció en su art. 4465 la protección especial de los 
niños, niñas y adolescentes por parte de la familia, la sociedad y el Estado, dicho 
artículo complementado por el art. 4566 que otorga derecho a la protección y a la 
                                                          
64 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-228 de 05 de marzo de 
2008. M.P. Jaime Araújo Rentería.   
65 “Constitución Política de Colombia de 1991. Art. 44: Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 
una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre 
expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por 
Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la 
autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.” 




formación integral del adolescente y que garantiza su participación por tener un 
mayor grado de madurez en los organismos públicos y privados que tengan a 
cargo la protección, educación y progreso de la juventud.  
Así las cosas y para armonizar los instrumentos internacionales que tienen que ver 
con protección a niños, niñas y Adolescentes y lo contenido en la Constitución 
Política de Colombia de 1991 en sus arts. 44, 45 y 9367, el Estado Colombiano 
expide la Ley 1098 del 8 de noviembre de 2006 “Código de la Infancia y 
Adolescencia”, el cual derogó el Decreto 2737 de 198968 y modificó la Ley 599 de 
200069. 
Al ser los Niños, Niñas y Adolescentes considerados por la comunidad 
internacional como población  vulnerable por razón de edad y discapacidades, el 
Estado Colombiano como Estado Parte, los ha considerado como tal y por éste 
motivo les otorga una legislación especial que garantice sus derechos con 
diferenciación de los derechos de los adultos y privilegiando los derechos de los 
Niños, Niñas y Adolescentes frente a los derechos de los demás, por lo que se 
analizará la exposición de motivos en la expedición del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, de la siguiente manera:  
 
2.1. Antecedentes y Exposición de Motivos de la Ley 1098 del 08 de 
noviembre de 2006. 
                                                                                                                                                                                 
El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y 
privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud.”  
 
67 “Constitución Política de Colombia de 1991. Art. 93: Los tratados y convenios internacionales ratificados 
por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.” 
68 Código del Menor. 
69 Código Penal Colombiano. 
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Colombia como Estado Parte suscribió la Convención sobre los Derechos del Niño 
y se comprometió a dar imperativa aplicación y a incluir la Convención dentro de 
su ordenamiento legal interno, por tal motivo, debía adecuar su normatividad 
relativa a los derechos de los menores de tal forma que fuera concordante con lo 
pactado como Estado firmante, razón por la cual se vio en la obligación de 
modificar el Código del Menor70, pues éste se limitaba únicamente a señalar las 
situaciones de vulneración de los derechos de los niños y era necesario ampliar la 
cobertura y protección (sin desarrollar políticas públicas) ya que con anterioridad 
se dejaba la responsabilidad de atención a la niñez únicamente en cabeza del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) dejando por fuera de tan 
importante misión a los entes territoriales (Municipios y Departamentos), por lo que 
se consideró necesario desarrollar políticas públicas con las que se garantizaran 
los derechos de la población infantil y adolescente. 
Finalmente el Decreto 2737 de 1989 fue derogado casi en su totalidad por el 
artículo 21771 de la Ley 1098 de 2006 a excepción de los arts. 320 a 325 y los 
relativos al juicio especial de alimentos los cuales quedaron vigentes. 
Pese a lo indicado en el párrafo inmediatamente anterior, la Ley 1564 de 2012 
(Código General del Proceso) en su art. 626 literal c)72, derogó los arts. 139 a 147 
y 320 a 325 del Decreto 2737 de 1989. Pero los artículos relativos al juicio 
especial de alimentos quedaron vigentes en los arts. 133 a 138 y 148 a 159 del 
Decreto 2737 de 198973. 
                                                          
70 Decreto 2737 del 27 de noviembre de 1989. 
71 “Ley 1098 de 2006. Art. 217: Derogatoria. El presente Código deroga el Decreto 2737 de 1989 o Código 
del Menor a excepción de los artículos 30 a 325 y los relativos al juicio especial de alimentos los cuales 
quedan vigentes, también deroga las demás disposiciones que le sean contrarias.” 
72 “Ley 1564 del 12 de julio de 2012. Art. 626, literal c) A partir de la entrada en vigencia de esta ley, en los 
términos del numeral 4 del artículo 627, queda derogado el Código de Procedimiento Civil expedido mediante 
los Decretos 1400 y 2019 de 1970 y las disposiciones que lo reforman. 
73 PINILLA PÁEZ, Rafael. Código de la Infancia y Adolescencia. Cuarta Edición. Librería Jurídica Sánchez 
LTDA. Medellín 2016. P. 178 - 179.  
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En relación con la motivación llevada ante el Congreso de la República de 
Colombia (Cámara de Representantes y Senado de la República), se presentaron 
dos proyectos de reforma al Código del Menor vigente para el momento (Decreto 
2737 de 1989), uno por parte de la Cámara de Representantes74 y otro por parte 
del Senado75.  
Cuando en 1991 el Estado ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño, se 
obligó a cambiar la legislación de menores a una más incluyente y más garantista, 
en tanto que el Código del Menor expedido en 1989 atendía solamente a los 
menores de edad que se veían avocados a las situaciones previstas de manera 
taxativa en el Decreto 2737 de 198976, como lo eran el menor abandonado o 
expósito, la carencia de representante legal, amenaza de patrimonio del menor, el 
menor trabajador no autorizado, el menor adicto a sustancias que crean 
dependencia y el menor infractor de la ley penal.  
Así las cosas, dentro de la exposición de motivos para el nuevo Código de la 
Infancia y la Adolescencia se tuvo en cuenta que se requería “un cambio 
contundente no sólo para seguir atendiendo de manera integral (…) a niños y 
niñas en los programas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (…), sino 
para ampliar la cobertura en prevención y garantía de derechos de los (…) 
menores de 18 años, ya que para estos no se destina ni siquiera la provisión de 
una política pública” 77.  
Finalmente, en la citada exposición de motivos78 se resaltó lo imperativo que es 
atender los compromisos internacionales que el Estado colombiano ha adquirido 
con la adhesión a los tratados, convenciones y pactos, documentos de política y 
                                                          
74 Proyecto de ley 085 de 2005. 
75 Proyecto de ley 215 de 2005. 
76 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 2737 (27, noviembre, 1989). Por el cual se 
expide el Código del Menor. Diario Oficial. Bogotá, 1989. No. 39080 
77 PARODY, Gina et al. Proyecto de ley estatutaria 085 de 2005 Cámara. En: Gaceta del Congreso de la 




de doctrina internacional sobre los derechos humanos de la niñez, cuerpo 
normativo de obligatorio acatamiento.   
A continuación se hace referencia a los proyectos presentados por la Cámara de 
Representantes y el Senado de la República, en lo relacionado con el tema de 
estudio, esto así:  
 
2.1.1. Proyecto de ley 085 de 2005, Cámara de Representantes. Exposición 
de motivos Ley 1098 de 2006. 
Se hará referencia a lo relacionado con el interés superior y al derecho de 
igualdad, más allá de la importancia de los demás derechos contenidos en los 
proyectos presentados, por eso, frente al derecho de interés superior y de 
conformidad con la información que nos fuera suministrada en medio magnético 
por parte de la biblioteca del Congreso, la exposición de motivos del presente 
proyecto de ley se presentó en 11 numerales en los que se hizo referencia a:  
Los antecedentes de la norma, al proyecto presentado, la necesidad del cambio, el 
imperativo cambio normativo, a la situación de los derechos humanos de los niños 
en Colombia, a la estructura del proyecto de ley, al sistema de responsabilidad 
penal para los adolescentes,  a los niños y niñas desvinculados de los grupos 
armados al margen de la ley, a los niños y niñas víctimas de delitos, al 
procedimiento jurídico y a los aspectos presupuestales y de políticas públicas. 
Se expone la necesidad de adoptar penas más severas en contra de los 
infractores de los derechos de los niños, teniendo como fundamento lo establecido 
en el art. 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que menciona que:  
“En aras de la prevalencia de los derechos de los niños se hace imperativo 
aumentar las penas de los delitos en los que haya una víctima menor de edad, así 
como negar los beneficios jurídicos establecidos en la ley penal, salvo los de 
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orden constitucional, para quienes cometan delitos contra los niños y las niñas”79, 
considerando que si bien es cierto, tales medidas no solucionan la problemática de 
la grave afectación de los derechos de los niños en el país, pero si constituirían 
una forma de educar a la sociedad y sería el camino hacia los cambios culturales 
(Cursiva propia).  
A nuestro juicio, es equivocada la posición de la Cámara de Representantes de 
Colombia, en cuanto a la principialística, pues el aumento de la pena obedece más 
al derecho y principio de interés superior que a la prevalencia de los derechos de 
los niños, pues en ese caso no se enfrentan derechos de los menores con 
derechos de los mayores (ningún mayor tiene derecho a violentar a un menor), el 
problema radicaría de acuerdo con la Cámara, al basarse en la prevalencia de los 
derechos de los niños cuando el que violenta a un menor es otro menor. 
En el proyecto de ley, la Cámara de Representantes propuso igualmente elevar la 
pena principal de multa del tipo maltrato infantil80 a una pena principal de prisión81, 
                                                          
79 “Proyecto de ley 085 de 2005 de la Cámara de Representantes. Exposición de motivos del Código de la 
Infancia y Adolescencia. Art. 19 numeral 9: Por ello el país tiene una deuda con los niños y niñas que son 
víctimas de los vejámenes más atroces, lo que hace necesario proveer normas persuasivas que impongan 
sanciones severas contra los adultos que los maltraten y que cometan delitos contra ellos y ellas. 
En aras de la prevalencia de los derechos de los niños se hace imperativo aumentar las penas de los delitos en 
los que haya una víctima menor de edad, así como negar los beneficios jurídicos establecidos en la ley penal, 
salvo los de orden constitucional, para quienes cometan delitos contra los niños y las niñas. 
Sin lugar a dudas, el hecho de contar con una legislación que contemple sanciones para quienes ejerzan 
castigos corporales o maltrato infantil por sí misma no soluciona el problema. Sin embargo, conseguir su 
aplicación es en sí una manera de educar a la sociedad y de caminar hacia los cambios culturales que tanto 
requiere esta sociedad deprimida.”    
80 “Decreto 2737 de 1989. Art. 272: El que causare maltrato a un menor, sin llegar a incurrir en el delito de 
lesiones personales, será sancionado con multa de uno (1) a cien (100) días de salario mínimo legal, 
convertible en arresto conforme a lo dispuesto en el Artículo 49 del Código Penal, sin perjuicio de las 
medidas de protección que tome el defensor de familia. 
Parágrafo. Para efectos del presente Artículo un menor se considera maltratado cuando ha sufrido violencia 
física o psíquica, o cuando se le obligue a cumplir actividades que impliquen riesgos para su salud física o 
mental o para su condición moral o impidan su concurrencia a los establecimientos educativos.” 
81 “Proyecto de ley 085 de 2005 de la Cámara de Representantes. Exposición de motivos del Código de la 
Infancia y Adolescencia. Numeral 9: (…) pero lo más increíble es que en Colombia la conducta de maltrato 
infantil está solamente prevista en el Código del Menor con la sanción del pago de multas. No existe como tal 
el delito de maltrato infantil aun cuando el artículo 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño ordena 
que: Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas para 
proteger al niño contra toda forma de violencia, perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, 
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basados en el mismo art. 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño que 
establece que los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas para proteger al niño contra toda forma de 
violencia, perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos 
tratos o explotación incluido el abuso sexual y también en el art. 44 de la 
Constitución Colombiana de 1991 que tiene prevista la prevalencia de los 
derechos de los niños sobre los derechos de los demás. 
A nuestro juicio, desacertada la posición de la Cámara de Representantes, pues 
se reitera que dicha propuesta obedece al principio de interés superior y no a la 
prevalencia de los derechos de los niños, pues que resultaría si quien violenta al 
menor es otro menor. 
 
2.1.2. Proyecto de ley 096 de 2005. Senado de la Republica. Exposición de 
motivos.  
Este proyecto preveía un título preliminar que contenía los principios rectores de la 
norma. El título I enunció genéricamente el contenido de los derechos del niño y 
del adolescente, inclusive el derecho de protección especial contra peligros. El 
título II hacía referencia a la familia como institución, el título III desarrollaba la 
protección integral del niño y el adolescente y finalmente el título IV  se refería al 
concepto de protección de poblaciones vulnerables82.   
 
 
                                                                                                                                                                                 
malos tratos o explotación incluido el abuso sexual", y aun cuando el artículo 44 de la Constitución Política 
ordena la prevalencia de los derechos de los niños y la obligación de protegerles contra toda forma de 
violencia física o moral.”  
82 Gaceta del Congreso No. 887 del 9 de diciembre de 2005. P. 2-3. 
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2.2. Ley 1098 del 08 de noviembre de 2006. Código de la Infancia y la 
Adolescencia. 
El proyecto de ley 085 de 2005 de la Cámara y el proyecto de ley 215 del Senado, 
acumulados con el proyecto de ley 096 de 2005 de la Cámara, se aprobó el 29 de 
agosto de 2006 y se sancionó como Ley 1098 de 2006 el 08 de noviembre de 
2005. 
La Ley 1098 de 2006, fue expedida en cumplimiento de lo establecido en la 
Convención sobre los Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales 
adoptados por el Estado colombiano, a consecuencia de las recomendaciones 
realizadas por el Comité de los Derechos del Niño, que es el órgano que supervisa 
la aplicación de la Convención por los Estados Parte, en el sentido de actualizar la 
legislación interna, es decir ajustarla al documento internacional, pero a pesar que 
se hicieron varios intentos anteriores a la expedición de esta norma, es solo hasta 
el año 2006 que se expide el Código de Infancia y Adolescencia83, como 
herramienta jurídica para la atención de la infancia colombiana ante situaciones de 
amenaza, inobservancia y vulneración de los derechos de cualquier niño y no solo 
en los casos establecidos taxativamente por el Código del Menor84. 
La lucha por la protección de los niños tiene sustento en documentos 
internacionales que imponen a los Estados la obligación de implementar políticas 
que efectivamente protejan y garanticen los derechos de la infancia, con el fin de 
que se brinde a los niños, ambientes adecuados para su desarrollo con miras a 
                                                          
83 Proyecto de ley 085 de 2005 de la Cámara de Representantes. Exposición de motivos del Código de la 
Infancia y la Adolescencia.    
84 “Decreto 2737 de 1989, Código del Menor. Art. 30: Un menor se halla en situación irregular cuando: 
1.  Se encuentre en situación de abandono o de peligro. 
2.  Carezca de la atención suficiente para la satisfacción de sus necesidades básicas. 
3.  Su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo administren. 
4.  Haya sido autor o partícipe de una infracción penal. 
5.  Carezca de representante legal. 
6.  Presente deficiencia física, sensorial o mental. 
7.  Sea adicto a sustancias que produzcan dependencia o se encuentre expuesto a caer en la adicción. 
8.  Sea trabajador en condiciones no autorizadas por la ley. 
9.  Se encuentre en una situación especial que atente contra sus derechos o su integridad.” 
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que sean adultos que se desempeñen socialmente de forma positiva, 
contribuyendo así al perfeccionamiento de la convivencia de los seres humanos.  
La entrada en vigencia de la Ley 1098 de 2006, introdujo al país un cambio 
consistente en centrar la atención de manera exclusiva en los menores de edad en 
situaciones de riesgo o de vulneración efectiva de los derechos, a la protección 
integral de que trata la Convención sobre los Derechos del Niño, que reconoce a 
los Niños, Niñas y Adolescentes como sujetos especiales de derecho y otorga a 
los derechos de los menores el carácter de Interés Superior, lo que obliga a las 
personas a garantizar la satisfacción integral y simultanea de sus derechos que 
además son universales, prevalentes e interdependientes85. 
La Ley de Infancia y Adolescencia también ofrece un espacio a los menores en la 
participación en el ejercicio de sus derechos86, a ser escuchados y sus opiniones 
deberán ser tenidas en cuenta en todo aquello que los involucre87, les permite 
construir un ambiente democrático en familia y sociedad88, el Estado les garantiza 
el ejercicio de sus derechos y libertades consagradas en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, la constitución y la ley, adicionalmente el 
                                                          
85 “Ley 1098 de 2006. Art. 8: Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que 
obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos humanos, 
que son universales, prevalentes e interdependientes.” 
86 “Ley 1098 de 2006. Art. 31: Derecho a la participación de los niños, las niñas y los adolescentes. Para el 
ejercicio de los derechos y las libertades consagradas en este código, los niños, las niñas y los adolescentes 
tienen derecho a participar en las actividades que se realicen en la familia, las instituciones educativas, las 
asociaciones, los programas estatales, departamentales, distritales y municipales que sean de su interés. 
El Estado y la sociedad propiciarán la participación activa en organismos públicos y privados que tengan a 
cargo la protección, cuidado y educación de la infancia y la adolescencia.” 
87 “Ley 1098 de 2006. Art. 26: Derecho al debido proceso. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen 
derecho a que se les apliquen las garantías del debido proceso en todas las actuaciones administrativas y 
judiciales en que se encuentren involucrados.   
En toda actuación administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza en que estén involucrados los niños, 
las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta.” 
88 Ley 1098 de 2006. Art. 1: “Finalidad. Este Código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las niñas y a 
los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, 
en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Prevalecerá el reconocimiento a la igualdad y la dignidad 
humana, sin discriminación alguna.” 
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Estado mismo a través de sus entes territoriales garantiza una política pública de 
infancia y adolescencia89. 
En conclusión, el Estado dotó a los Niños, Niñas y Adolescentes de una 
herramienta política y jurídica que protege y regula a la infancia y a la 
adolescencia como una categoría social especial, emancipándose de los 
estereotipos paternalista y asistencialista en la que ha estado enmarcada90.   
 
2.3. El Interés Superior de los Niños, Niñas y Adolescentes. 
La Ley 1098 de 2006, establece en su título I disposiciones generales, capítulo I 
principios y definiciones, art. 8: “Se entiende por interés superior del niño, niña y 
adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la 
satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos humanos, que son 
universales, prevalentes e interdependientes” (Cursiva propia).  
                                                          
89 “Ley 1098 de 2006. Art. 204: Responsables de las políticas públicas de infancia y adolescencia. Son 
responsables del diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de infancia y adolescencia en 
los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal, el Presidente de la República, los gobernadores y 
los alcaldes. Su incumplimiento será sancionado disciplinariamente como causal de mala conducta. La 
responsabilidad es indelegable y conlleva a la rendición pública de cuentas. 
En el nivel territorial se deberá contar con una política pública diferencial y prioritaria de infancia y 
adolescencia que propicie la articulación entre los Concejos Municipales, Asambleas y Congreso Nacional, 
para garantizar la definición y asignación de los recursos para la ejecución de la política pública propuesta. 
El Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de Protección Social y el Ministerio de Educación, 
con la asesoría técnica del ICBF deberá diseñar los lineamientos técnicos mínimos que deberán contener los 
planes de desarrollo, en materia de infancia y adolescencia teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de 
garantía y restablecimiento de derechos. 
El gobernador y el alcalde, dentro de los primeros cuatro (4) meses de su mandato, realizarán el diagnóstico 
de la situación de la niñez y la adolescencia en su departamento y municipio, con el fin de establecer las 
problemáticas prioritarias que deberán atender en su Plan de Desarrollo, así como determinar las estrategias a 
corto, mediano y largo plazo que se implementarán para ello. 
Las Asambleas y Concejos para aprobar el plan de desarrollo e inversión deberán verificar que éste se 
corresponda con los resultados del diagnóstico realizado. Para esto requerirán al gobernador y al alcalde, para 
que lo den a conocer antes del debate de aprobación del Plan de Desarrollo.  
Parágrafo. La totalidad de los excedentes financieros derivados de la gestión del ICBF se aplicará a la 
financiación de las políticas públicas de Infancia y Adolescencia definidas en esta Ley.”  
90 QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual Derecho de Infancia y Adolescencia. Tercera Edición. Ediciones 
Doctrina y Ley LTDA. Bogotá. 2013. P. 69.   
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En la Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño de 1924, aparece por 
primera vez el reconocimiento de derechos específicos para los Niños, Niñas y 
Adolescentes, establece en su preámbulo que “la humanidad debe al niño lo mejor 
que ésta puede darle91”. 
Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su art. 25, 
numeral 2, se refirió al interés superior de manera implícita y estableció los 
cuidados y asistencia especial a la maternidad y a la infancia92 y la Declaración de 
los Derechos del Niño, es uno de los primeros textos en los que aparece 
enunciado como tal el principio del interés superior del niño. 
Efectivamente, este concepto jurídico indeterminado aparece enunciado en su 
preámbulo93 en dos de los principios contenidos en él94, la primera enunciación 
hace referencia a los aspectos esenciales que deben tenerse en cuenta al proferir 
leyes que garanticen el desarrollo físico, mental, moral, espiritual y social de las 
personas menores de edad; y la segunda enunciación, eleva el interés superior del 
niño al nivel de elemento rector de quienes ostentan la responsabilidad de la 
educación y orientación de los niños, niñas y adolescentes. 
La Declaración de 1959 afirma que “el interés superior del niño debe ser 
consideración determinante”. En otros instrumentos internacionales de derechos 
                                                          
91 “Preámbulo de la Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño. Sociedad de Naciones. 1924. 
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la carta su fé en los derechos 
fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana y su determinación de promover 
el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de libertad. 
Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la declaración Universal de Derechos Humanos 
que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ella, sin distinción alguna de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición (…).” 
92 “Declaración Universal de los Derechos Humanos. Art. 25, numeral 2: La maternidad y la infancia tienen 
derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, 
tienen derecho a igual protección social.” 
93 “Preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos del Niño: (…) Considerando que el niño, por su 
falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, 
tanto antes como después del nacimiento (…).” 
94 Declaración Universal de los Derechos del Niño. Adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en su resolución 1386 (XIV) en la Resolución 1386 (XIV) del 20 de noviembre de 1959 y adoptada 
por Colombia mediante la Ley 12 de 1991. Principio II y VII. 
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humanos también se hace referencia al interés superior del niño, por ejemplo, en 
la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW)95 adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la 
Asamblea General en su resolución 34/180, el 18 de diciembre de 1979. 
Si bien los instrumentos internacionales que propugnan el interés superior del niño 
son numerosos, la Convención quiebra la lógica bajo la cual los sistemas 
nacionales de protección estaban establecidos hasta ese momento. Esto, a partir 
de la introducción de tres elementos fundamentales: 
En primer lugar, el elemento garantista, de modo que toda decisión que toque 
temas atinentes a los menores de edad debe ser prioritaria para garantizar la 
satisfacción integral de sus derechos. 
En segundo lugar, elemento de amplitud. El principio de interés superior 
trasciende los ámbitos legislativos o judiciales, extendiéndose a todas las 
autoridades e instituciones públicas y privadas, además del entorno familiar y 
social del niño. En este sentido, los roles parentales no otorgan derechos 
absolutos, sino que están limitados por los derechos de los niños en cumplimiento 
de su interés superior. 
En tercer lugar, el elemento como norma de interpretación o de resolución de 
conflictos. Este principio es, sin lugar a dudas, una regla fundamental para la 
interpretación de la totalidad del texto de la Convención, que actúa además como 
pauta primordial para dar solución a las controversias que pudieran presentarse 
con relación a otros derechos o sujetos de derechos. 
                                                          
95 “Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer de 1979. Art. 5 
literal b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como 
función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la 
educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la 
consideración primordial en todos los casos.” 
44 
 
Su incorporación en la Convención Internacional de los Derechos del Niño generó 
debates con respecto a su alcance. El texto preliminar de la Convención se refería 
al interés primordial del niño –the paramount interest–, siguiendo la expresión 
empleada en instrumentos internacionales anteriores.  
Directamente involucrado en el proceso de redacción de la Convención, Nigel 
Cantwell96 fue testigo de las objeciones que muchos países plantearon frente a la 
fuerza de tal formulación. La única forma de llegar a un acuerdo pasó por referir al 
interés superior del niño –the best interest–. Así, el interés superior del niño pasó a 
ser “una” entre otras tantas consideraciones que deben ser tenidas en cuenta. 
Esta pérdida de énfasis ha sido criticada por muchos especialistas, para quienes 
el principio disipó su potencia97. 
Teniendo en cuenta que los niños, no pueden exigir el cumplimiento de sus 
derechos por sí mismos, hace que la garantía del interés superior de los niños 
involucre la responsabilidad de los adultos. En este sentido, la Convención 
establece que los niños requieren de protección especial, asignando una parte de 
la responsabilidad central a los adultos en las decisiones que conciernen a los 
niños.  
Así pues, la función de los adultos es ofrecer la dirección y la orientación 
apropiada para que los niños puedan ejercer los derechos que se les han 
reconocido en la Convención sobre los Derechos del Niño. Por lo tanto, el rol de 
los adultos consiste en ofrecer el contexto adecuado y los medios para que los 
niños sean protagonistas de su propio desarrollo. 
                                                          
96 Consultor internacional en protección de la infancia, con sede en Ginebra. Desde mediados de la década de 
los setenta, ha estado trabajando en cuestiones relacionadas con la infancia a nivel internacional, primero con 
la ya desaparecida Unión Internacional para el Bienestar de la Infancia y luego con Defensa de la Infancia 
durante el Año Internacional del Niño, 1979. A lo largo de la década de 1980, fue Coordinador del Grupo de 
ONG para la Convención sobre los Derechos del Niño, participando en la redacción de dicho tratado. 
97 Sistema de Información sobre la Primera Infancia en América Latina –SIPI-. Cuaderno 5. P. 6. Recuperado 




El interés superior de los menores lo encontramos en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que dispone en su art. 3 numeral 1 que:  
“En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 
atenderá será el interés superior del niño”; y en el art. 3 numeral 2, establece que 
“los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado 
que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y 
deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, 
con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas” 
(Cursiva propia). 
Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone en su 
art. 24 numeral 1 que “todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 
económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor 
requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado”.  
En el mismo sentido que el art. 19 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, según el cual “todo niño tiene derecho a las medidas de protección que 
su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado”, y que el art. 10 numeral 3 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, ordena: “se deben adoptar medidas especiales 
de protección y asistencia a favor de todos los niños y adolescentes, sin 
discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición” (Cursiva 
propia).  
También el principio 2 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos del Niño, dispone que los niños gozarán de especial protección y serán 
provistos de las oportunidades y recursos necesarios para desarrollarse física, 
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mental, moral, espiritual y socialmente de manera normal y sana y en condiciones 
de libertad y dignidad; para ello, precisa la Declaración que las autoridades 
tomarán en cuenta al momento de adoptar las medidas pertinentes, el interés 
superior de los niños como su principal criterio de orientación.  
Igualmente, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, en su art. 25 
numeral 2, establece que “la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados  
de asistencia especiales” y que “todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de 
matrimonio, tienen derecho a igual protección social” (Cursiva propia).  
Con lo expuesto se advierte que la protección especial hacia los derechos e 
intereses de la infancia surge como una preocupación de los países en reconocer 
a los niños como sujetos de derechos, como individuos que por tener necesidades 
especiales, al encontrarse en proceso de formación deben gozar de protección y 
garantías por parte de la sociedad, el Estado y la familia.  
Lo que quiere decir que se involucra a todos los actores de la sociedad y les indica 
que deben dirigir su atención a la protección especial de la niñez, en el entendido 
que precisamente por el proceso de formación en la que se encuentran los niños, 
es necesario que otro exija el cumplimiento y garantía de sus derechos, motivo por 
el que se espera que en virtud de esta obligación, cualquier ciudadano actúe en 
procura de su protección en situaciones en las que observe alguna vulneración de 
sus derechos.  
 
2.4. El Principio de Igualdad. 
Con la Declaración Universal de los Derechos del Hombre98, de que todos los 
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, se concluye 
lógicamente que tanto la libertad como la igualdad provienen de la dignidad de la 
                                                          
98 Declaración Universal de los Derechos del Hombre, proclamada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas mediante Resolución 217 A (III) el 10 de diciembre de 1948. Art. 1. 
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persona, pues si habláramos de dignidad humana veríamos que de conformidad 
con los postulados de Estado social y democrático de derecho, no existiría 
dignidad sin igualdad, la igualdad posibilita la dignidad, como acertadamente lo 
indica el profesor Sánchez Herrera “entre mayor sea la igualdad, más digno será 
el hombre”99.  
El principio de igualdad contenido en el artículo primero de la constitución de 
Colombia de 1991, reconoce indistintamente el derecho de las personas a ser 
tratadas por la ley de la misma manera y el derecho de las personas a ser tratadas 
con igualdad en sus relaciones interpersonales. 
Así las cosas, se habla de igualdad formal cuando se refiere a la aplicación de la 
ley para todos de manera indistinta y el derecho a ser tratados en sociedad de 
manera interpersonal con igualdad, se conoce como igualdad material100. 
La igualdad formal está estrechamente ligada a otros principios fundantes de la 
fórmula Estado social y democrático de derecho, por lo tanto impone al estado la 
carga prestacional de éstos principios para con sus asociados, como lo son el 
principio de legalidad y el de seguridad jurídica; esas garantías implícitas de la 
igualdad formal le imponen generalizar la aplicación de la ley penal, así a 
situaciones iguales consecuencias jurídicas iguales. 
Lo mismo sucede con la denominada igualdad material, la cual se encuentra 
ligada a los mismos principios e impone al legislador la imposibilidad de expedir 
normas en las cuales se establezcan distinciones basados en criterios según la 
Corte Constitucional de Colombia que resultan sospechosas101, por ejemplo: raza, 
sexo, credo, condición social, opinión política, etcétera, pues éstos criterios 
sospechosos no son taxativos.  
                                                          
99 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional El Principialismo Penal. 
Universidad Externado de Colombia. Bogotá 2014, Primera Edición. P. 155. 
100 Ibídem. P. 155. 
101 Corte Constitucional de Colombia. Sala Tercera de Revisión. Sentencia de Constitucionalidad C-378 de 
1997. M. P. Alejandro Martínez Caballero.  
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Por lo anterior, inferimos que la garantía de igualdad material trae implícita la 
igualdad como equiparación, fundamentando así el principio de seguridad jurídica, 
pues las disposiciones no pueden tener basamento en supuestos sospechosos o 
intrascendentes para justificar un trato desigual. 
La igualdad material impone a la fórmula del Estado social y democrático de 
derecho, que garantice que las personas que se encuentran en una situación de 
desigualdad por concepto de condición social, cultural, religiosa, etc, frente a otra 
sean tratados con los beneficios que se les pueda otorgar para equipararlos de 
alguna manera y asegurar al máximo la igualdad102. 
El mismo art. 13 de la Constitución de 1991, establece los elementos 
conformantes del principio de igualdad, así tenemos la prohibición de 
discriminaciones sospechosas, la promoción de condiciones de igualdad, la 
equiparación para las personas desiguales, la especial protección a personas o 
grupos que se encuentren en debilidad manifiesta y la sanción a la violación de los 
bienes jurídicamente tutelados de las personas que se encuentren en debilidad 
manifiesta103.  
De lo anterior podemos concluir sin lugar a dudas que la ley, si permite tratos 
discriminatorios, solo que la discriminación no puede ser sospechosa sino 
                                                          
102 “Constitución Política de Colombia. Art. 13: Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán 
la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica.  
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 
cometan.” 
103 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-565 de 07 de diciembre 
de 1993. M. P. Hernando Herrera Vergara.  
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fundamentada y un trato diferenciado no es discriminatorio cuando se cumplen los 
siguientes presupuestos104. 
1. Que las personas se encuentren no en situaciones similares sino 
distintas. 
2. Que el trato diferenciado persiga una finalidad desde el punto de vista 
deóntico o axiológico. 
3. Que sea útil para la consecución del fin perseguido. 
4. Que la situación de diferencia entre personas, el fin perseguido guarden 
congruencia y el trato diferenciado guarden congruencia y razonabilidad.  
5. Que la razonabilidad para el trato desigual sea proporcionada. 
El parámetro de igualdad constitucional permite que se expidan leyes desiguales o 
diferenciadoras105. Así, la igualdad en la ley proscribe la discriminación, pero no la 
diferenciación, mientras la primera es repudiada la segunda es permitida cuando 
tiene un fundamento objetivo y razonable106. 
Como se ha venido manifestando, el principio de igualdad se complementa con 
disposiciones de equiparación en las relaciones familiares, entre género, entre 
religiones, etc, por lo tanto, para predicar la igualdad o desigualdad resulta 
necesario realizar un juicio de valor que obliga al legislador y a los operadores 
judiciales a ser neutrales ante la diferenciación, al legislador por vínculo originario 
y al judicial por vínculo derivado. 
                                                          
104 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Unificación SU-225 de 20 de mayo de 1998. 
M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  
105 GÓMEZ SERRANO, Laureano. Análisis de las sentencias de la Corte Constitucional colombiana en la 
protección de los Derechos Fundamentales. Primera Edición. Editorial Doctrina y Ley. Bogotá 2009. P. 186. 
106 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-530 del 11 de noviembre de 1993. 
M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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Para éste tipo de valoración de igualdad, el profesor Gómez Serrano, en su 
obra107 presenta los test de igualdad utilizados por la Corte Suprema de Justicia 
Norteamericana y señala que existen diferentes niveles de intensidad en los 
análisis de igualdad que permiten ponderar de mejor manera la igualdad, un 
análisis débil (rational basis-test), uno intermedio (rational middle- test) y uno 
estricto (rational strict-test). 
El análisis estricto de igualdad, permite determinar si el trato desigual a grupos o 
intereses discriminados tradicionalmente, pero que merecen especial protección 
del Estado, se encuentra acorde con la Constitución y es aplicable cuando el trato 
diferenciado: 
a. Se fundamenta en criterios sospechosos como la raza, orientación 
sexual, edad, minusvalía. 
b. Se dirige a personas en situación de debilidad manifiesta, grupos 
marginados o discriminados, minorías de cualquier índole. 
c. Determina la limitación del ejercicio de un derecho a determinado grupo 
de personas. 
d. Relaciona el objetivo de la discriminación con mandatos específicos de 
igualdad establecidos en la Constitución, 
e. Crea un privilegio. 
Cuando la norma se utiliza para establecer una diferenciación, la 
constitucionalidad de la norma se condiciona a que: 
a. El fin de la norma sea legítimo. 
                                                          
107 GÓMEZ SERRANO, Laureano. Análisis de las sentencias de la Corte Constitucional colombiana en la 




b. Que la diferenciación sea adecuada y conduzca a alcanzar ese fin 
propuesto. 
c. Que la diferenciación sea necesaria para alcanzar el fin 
constitucionalmente importante. 
d. Que los beneficios derivados de la diferenciación sean superiores a los 
perjuicios que se causen a principios opuestos. 
La Corte Constitucional de Colombia acoge el test de razonabilidad como 
instrumento de análisis108, el cual se desarrolla en tres etapas que determinan: 
a. La existencia de un objetivo perseguido. 
b. La validez del objetivo perseguido frente a la Constitución. 
c. La razonabilidad del trato desigual, esto es, la proporcionalidad entre el 
trato desigual y el fin perseguido. 
Si el análisis de la desigualdad supera las dos primeras etapas, se procede a 
evaluar la tercera, aplicando la técnica de la proporcionalidad.  
Este tribunal utiliza la combinación de las técnicas de proporcionalidad europea 
como lo es la adecuación, indispensabilidad y proporcionalidad con el test de 
razonabilidad aplicado por la Corte Suprema de los Estados Unidos para emplear 
así una técnica mixta denominada juicio integrado de igualdad109. 
Para establecer la proporcionalidad en el juicio de ponderación de la igualdad y 
establecer que el trato desigual no vulnera el principio de igualdad debe 
demostrarse que: 
a. Es adecuado para el logro de un fin constitucional. 
                                                          
108 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-022 del 23 de enero de 1996. M. P. 
Carlos Gaviria Díaz. 
109 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-093 del 31 de enero de 
2001. M. P. Alejandro Martínez Caballero.  
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b. Que no exista un medio menos gravoso al sacrificio de principios 
constitucionales para alcanzar ese fin propuesto. 
c. Debe ser proporcionado, esto es, que el trato desigual no sacrifique valores 
y principios de mayor relevancia del principio que se quiere satisfacer. 
Esta modulación pretende establecer una forma determinada de examinar 
constitucionalmente el principio de igualdad a fin de respetar el mandato del poder 
legislativo, distinguiendo entre factores prohibidos, sospechosos y 





















3. CAPÍTULO TERCERO: MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO. 
 
3.1. Naturaleza Jurídica. 
 
La naturaleza jurídica de la Institución Procesal Penal de las medidas de 
aseguramiento tienen asidero jurídico en el artículo 250 de la constitución Política 
de Colombia que estableció como función de la Fiscalía General de la Nación, 
solicitar ante el juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas 
necesarias que aseguren la comparecencia del imputado o de los imputados al 
proceso penal, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en 
especial, de las víctimas110. Lo anterior sin perjuicio de que la misma víctima 
solicite ante el juez de control de garantías la medida de aseguramiento111. 
Ahora, los fundamentos constitucionales de las medidas de aseguramiento, tienen 
basamento en varios principios constitucionales como son: dignidad humana, 
orden justo, determinación de la verdad real, realización de la justicia material, 
núcleo esencial de los derechos fundamentales, cláusula del estado social de 
derecho, prohibición de exceso, prohibición por defecto, situación de indefensión, 
y prevalencia del derecho sustancial sobre el formal112. 
                                                          
110 “Constitución Política de Colombia. Artículo 250, numeral 1”. 
111 “Corte Constitucional. Sentencia C-209 de 2007. Magistrado Ponente, Manuel José Cepeda Espinosa.  
112 Londoño Ayala César Augusto. Mediadas de aseguramiento. Pág. 55. Ediciones nueva jurídica. Primera 







3.2. Solicitud de Imposición de Medida de Aseguramiento. 
El artículo 306 de la ley 906 de 2004, establece la formalidad de la solicitud de 
imposición de medida de aseguramiento113, de la cual podemos determinar que 
dicha solicitud debe realizarse ante el juez de control de garantías quien es el 
funcionario competente para resolver la solicitud, además dicha función fue 
asignada por la misma constitución política de Colombia en su artículo 250 
numeral 1. 
El fiscal también deberá individualizar e indicar la persona sobre quién debe 
recaer la medida. 
Deberá indicar ante el juez de control de garantías mediante presupuesto fáctico el 
delito del cual es presuntamente responsable. 
También deberá el fiscal de indicar los elementos de conocimiento en los cuales 
sustenta la solicitud de la medida de aseguramiento. 
Y finalmente debe manifestar la fiscalía la urgencia de la aplicación de la medida 
de aseguramiento. 
Dicha solicitud deberá de resolverse en audiencia preliminar, pues así lo tiene 
previsto el código de procedimiento penal114 y en el eventual caso de ser 
concedida, ésta será sujeta de recursos de reposición y subsidiariamente el de 
                                                          
113 Ley 906 de 2004. Artículo 306. El fiscal solicitara al juez de control de garantías imponer medida de 
aseguramiento, indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la 
medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente. 
Escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y defensa, el juez emitirá su decisión. 
La presencia del defensor constituye requisito de validez de la respectiva audiencia. 
114 Ley 906 de 2004. Artículo 154. Modalidades. Se tramitará en audiencia preliminar: (…) 
4. La que resuelve sobre la petición de medida de aseguramiento. (…). 
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apelación, el cual deberá ser concedido en efecto devolutivo115, razón por la cual 
no será suspendida la decisión tomada por la autoridad competente, sino que se 
resolverá mientras se ejecuta dicha orden.    
 
 
3.3.  Clases de Medidas de Aseguramiento. 
 
A su turno el artículo 307 de la ley 906 de 2004, indica de manera taxativa cuales 
son las medidas de aseguramiento previstas por la ley penal, las cuales se 
subdividen en medidas privativas de la libertad y no privativas de la libertad116.  
                                                          
115 Ley 906 de 2004. Artículo 177. Efectos. La apelación se concederá: (…) 
En el efecto devolutivo, en cuyo caso no se suspenderá el cumplimiento de la decisión apelada ni el curso de 
la actuación: 
1. El auto que resuelve sobre la imposición, revocatoria o sustitución de una medida de aseguramiento. (…). 
 
116 Ley 906 de 2004. Artículo 307. Son medidas de aseguramiento. 
A. Privativas de la libertad. 
1. Detención preventiva en establecimiento de reclusión. 
2. Detención preventiva en la residencia señalada por el imputado, siempre que esa ubicación no 
obstaculice el juzgamiento. 
B. No privativas de la libertad. 
1. La obligación de someterse a un mecanismo de vigilancia electrónica. 
2. La obligación de someterse a la vigilancia de una persona o institución determinada. 
3. La obligación de presentarse periódicamente o cuando sea requerido ante el juez o ante la 
autoridad que él designe. 
4. La obligación de observar buena conducta individual, familiar y social, con especificación de la 
misma y su relación con el hecho. 
5. La prohibición de salir del país, del lugar en el cual reside o del ámbito territorial que fije el 
juez. 
6. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o lugares. 
7. La prohibición de comunicarse con determinadas personas o con las víctimas, siempre que no se 
afecte el derecho a la defensa. 
8. La prestación de una caución real adecuada, por el propio imputado o por otra persona, mediante 
depósito de dinero, valores, constitución de prenda o hipoteca, entrega de bienes o la fianza de 
una o más personas idóneas. 
9. La prohibición de salir del lugar de habitación entre las 6:00 pm y las 6:00 am. 
El juez podrá imponer una o varias de estas medidas de aseguramiento, conjunta o indistintamente, según el 
caso, adoptando las precauciones necesarias para asegurar su cumplimiento. Si se tratare de una persona de 
notoria insolvencia, no podrá el juez imponer caución prendaria. 
Parágrafo 1°. Salvo lo previsto en los parágrafos 2° y 3° del artículo 317 del Código de Procedimiento Penal 
(Ley 906 de 2004), el término de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder de 
un (1) año. Cuando el proceso se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) o más los acusados 
contra quienes estuviere vigente la detención preventiva, o se trate de investigación o juicio de actos de 
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Posteriormente el artículo 308 de la norma sub judice establece los requisitos o 
finalidades por las cuales el juez de control de garantías decreta la imposición de 
la medida de aseguramiento117, cuando de los elementos materiales probatorios y 
evidencia física recogidos y asegurados o de la información  recogida y asegurada 
o de la información obtenida legalmente, se pueda inferir razonablemente que el 
imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, 
siempre y cuando se cumpla alguna de los siguientes situaciones: 
1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el 
imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 
                                                                                                                                                                                 
corrupción de los que trata la Ley 1474 de 2011, dicho término podrá prorrogarse, a solicitud del fiscal o del 
apoderado de la víctima, hasta por el mismo término inicial. Vencido el término, el Juez de Control de 
Garantías, a petición de la Fiscalía o del apoderado de la víctima, podrá sustituir la medida de aseguramiento 
privativa de la libertad de que se trate, por otra u otras medidas de aseguramiento de que trata el presente 
artículo.  
Parágrafo 2°. Las medidas de aseguramiento privativas de la libertad solo podrán imponerse cuando quien 
las solicita pruebe, ante el Juez de Control de Garantías, que las no privativas de la libertad resultan 
insuficientes para garantizar el cumplimiento de los fines de la medida de aseguramiento. 
 
117 Ley 906 de 2004. Artículo 308. El juez de control de garantías a petición del Fiscal General de la Nación o 
de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y 
evidencia física recogidos y asegurados o de la información  recogidos y asegurados o de la información 
obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la 
conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos: 
1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el 
debido ejercicio de la justicia. 
2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia. 
Parágrafo. La calificación jurídica provisional contra el procesado no será, en sí misma, determinante para 
inferir el riesgo de obstrucción de la justicia, el peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima y la 
probabilidad de que el imputado no comparezca al proceso o de que no cumplirá la sentencia. El Juez de 
Control de Garantías deberá valorar de manera suficiente si en el futuro se configurarán los requisitos para 




2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la 
víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no 
cumplirá la sentencia. 
Así las cosas, la medida de aseguramiento se decreta cuando se cumpla la 
exigencia de que se pueda inferir razonablemente la participación en la conducta 
punible del sujeto sobre el cual recaerá la medida a imponer, y condicionada 
además por las finalidades de que trata el artículo 308 de la ley 906 de 2004, esto 
es, necesidad, urgencia y fuga. 
Entratándose de medida de aseguramiento privativa de la libertad, se encuentra 
estrechamente ligada a los fines de riesgo de obstaculización de la actividad 
judicial, fuga, y reiteración, los cuales son taxativos porque el Estado social de 
derecho parte de la afirmación de la libertad como derecho inviolable y de la 
interpretación restrictiva de las leyes que autorizan la limitación de éste derecho. 
Es por esto que el operador judicial para la aplicación de la medida de 
aseguramiento debe realizar la correspondiente ponderación atendiendo los 
criterios de necesidad, adecuación, proporcionalidad y razonabilidad en la decisión 
que restringa derechos a la libertad, indistintamente de que sean privativas de ella 
o no. 
 
3.4.1. Inferencia Razonable. 
 
Es una operación lógico – analítica encargada de determinar la existencia de una 
situación a partir de la realidad objetiva de otra. Comprende un juicio de valor de 
probabilidad o potencialidad inminente118.  
                                                          
118 Londoño Ayala César Augusto. Mediadas de aseguramiento. Pág. 427. Ediciones nueva jurídica. Primera 
edición. Bogotá D.C. 2009. 
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Contiene dos presupuestos conceptuales para explicar su significado, los cuales 
son inferencia y razonable. 
La inferencia es un juicio de valor que permite prever una consecuencia nociva o 
no para el ordenamiento jurídico a través de un hecho objetivamente comprobado. 
La inferencia es entonces un juicio de probabilidad que se realiza a través de la 
deducción o de la inducción. 
La deducción se realiza cuando el razonamiento inicia desde premisas generales 
para llegar a proposiciones particulares, se sigue un razonamiento de las máximas 
de la experiencia, las leyes de la lógica y las reglas y procedimientos de la ciencia. 
La inducción es una operación lógica y consiste en inferir un principio general en 
base a unos elementos que suministran una conclusión concordante con un 
enunciado general. 
La inferencia es un juicio de valor que no puede estar fundado en simples 
conjeturas, hipótesis, verosimilitudes o plena prueba. 
La inferencia razonable es entonces un juicio de valor de probabilidad que resulta 
de la valoración de una probabilidad de autoría o participación, una probabilidad 
de conducta típica, una probabilidad de conducta anti jurídica y una probabilidad 
de una conducta culpable. 
Y es razonable por cuanto la razonabilidad de la inferencia se determina teniendo 
en cuenta las máximas de la experiencia, las leyes de la ciencia y las reglas de la 
lógica. 
Así las cosas, el juicio de inferencia razonable no es consecuencia de una 
ponderación subjetivista del operador judicial, pues requiere de apoyo probatorio, 
esto es, se deberá verificar la idoneidad de los indicios en los que cobra especial 
relevancia la evidencia que determine la existencia del hecho, los sustentos de la 




individualización y de identificación del presunto autor o partícipe de la conducta 
típica, la evidencia que determine el grado de participación del sujeto sobre quien 
recae la medida a imponer y por último pero no menos importante, la evidencia de 
la viabilidad de la finalidad o propósito de la imposición de la medida de 
aseguramiento. 
No obstante lo anterior, también se deben de tener en cuenta criterios subjetivos, 
que son características personalísimas del sujeto a quien se ha solicitado la 
imposición de la medida de aseguramiento, tales características son personales, 
familiares, económicas, ejercicio profesional, comerciales, financieras, pasivos, 
culturales, académicas y sociales; pues la misma Corte Suprema de Justicia ha 
asegurado que en el proceso que define el aseguramiento procesal, partes e 
intervinientes deben examinar junto con las exigencias de derecho los aspectos 
personales, laborales, familiares o sociales del imputado o acusado para 
comprender integralmente los efectos que puede producir la imposición de la 
medida y así, elegir la o las que responda o respondan mejor al desarrollo del 
proceso penal119.  
   
3.4.2. Principio de Proporcionalidad. 
 
Este principio del derecho procesal penal tiene asidero en la misma constitución, 
se encuentra conformado por varios elementos, así para que se pueda hablar de 
una medida de aseguramiento proporcional ésta deberá pasar la valoración de 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido120.    
 
3.4.2.1. Idoneidad.   
                                                          
119 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia del 23 de junio de 2002. Radicado 16.385. 
Magistrado Ponente Carlos Eduardo Mejía Escobar. 
120 Londoño Ayala César Augusto. Mediadas de aseguramiento. Pág. 429. Ediciones nueva jurídica. Primera 




Es un subjuicio de valor Constitucional del principio de proporcionalidad, deben de 
identificarse los objetivos propuestos en la decisión y deben de identificarse los 
propósitos Constitucionales que tienen relación directa con el o los objetivos de la 
decisión que se estudia para así determinar si la decisión que se toma 
corresponde o no con la finalidad propuesta por la Constitución. Si no existe un fin 
Constitucional identificado en la decisión no puede producir consecuencias 




También es denominado de la intervención mínima, como subprincipio del 
principio Constitucional de prohibición de exceso en la limitación de derechos 
individuales, lo cual obliga al Estado a tomar la decisión que satisfaga el fin 
perseguido y que resulte menos gravosa para los derechos de los individuos122.   
 
3.4.2.3. Proporcionalidad en Estricto Sentido.  
 
Corresponde a la ponderación armoniosa del orden de preferencia de los bienes 
jurídicamente tutelados implicados en el caso particular, persigue determinar en su 
estudio si se perjudica con una intensidad  mayor una posición iusfundamental 
frente a otra, si se vulnera en igual grado los derechos inmersos en el problema 
jurídico, si se sacrifica con justo medio uno de los derechos en relación con otro, y 
si los extremos iusfundamentales en tensión resultan reafirmados en su contexto 
                                                          
121 Ibídem. Pág. 432. 
122 Ibídem. Pág. 471. 
61 
 




Este principio tiene verdadera similitud con el principio Constitucional de la 
igualdad, su interpretación y aplicación se realiza a través del test de razonabilidad 
(ver el principio de igualdad en el presente trabajo), la imposición de una medida 
de aseguramiento obliga al operador judicial a tener presente el test de 
razonabilidad que permite la motivación y justificación Constitucional de la medida 
o medidas impuestas ya que estas materializan una equivalencia o diferencia de 
trato, lo que en principio nos haría pensar que estamos en presencia de a una 
violación del principio de igualdad, por ejemplo, cuando avizoramos el contenido 
del numeral 1 del artículo 199 de la Ley 1098 de 2006, que establece que si 
hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos contenidos por 
el artículo 306 de la Ley 906 de 2004, consistirá siempre en detención en 
establecimiento de reclusión y no serán aplicables en delitos de homicidio, 
lesiones personales dolosas, delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexual o secuestro cometidas contra niños, niñas y adolescentes las medidas no 
privativas de la libertad de que trata el artículo 307 literal B y 315 de la Ley 906 de 
2004. 
 
3.5. Obstrucción de la Justicia. 
 
Deberá entenderse por obstrucción de la justicia en los términos del artículo 309 
de la Ley 906 de 2004, cuando existan motivos graves y fundados que permitan 
inferir que el imputado podrá destruir, modificar, dirigir, impedir, ocultar o falsificar 
elementos de prueba; o se considere que inducirá a coimputados, testigos, peritos 
                                                          




o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o 
reticente; o cuando impida o dificulte la realización de las diligencias o la labor de 
los funcionarios y demás intervinientes en la actuación124.    
 
3.6. Peligro Para la Comunidad. 
Ahora como peligro para la comunidad debe de entenderse en los términos del 
artículo 310 de la Ley 906 de 2004, además de la gravedad del hecho y la pena 
imponible otras circunstancias como la continuación de la actividad delictiva o su 
probable vinculación con organizaciones criminales, el número de delitos que se le 
imputan y su naturaleza y el hecho de estar acusado, o de encontrarse sujeto a 
una medida de aseguramiento, o de estar disfrutando de un mecanismo sustitutivo 
de la pena privativa de la libertad, por delito doloso o preterintencional y la 
existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso o 
preterintencional125. 
 
3.7. Peligro Para la Víctima. 
                                                          
124 Ley 906 de 2004. Artículo 309. Obstrucción a la justicia. Se entenderá que la imposición de la medida de 
aseguramiento es indispensable para evitar la obstrucción de la justicia, cuando existan motivos graves y 
fundados que permitan inferir que el imputado podrá destruir, modificar, dirigir, impedir, ocultar o falsificar 
elementos de prueba; o se considere que inducirá a coimputados, testigos, peritos o terceros para que 
informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente; o cuando impida o dificulte la realización 
de las diligencias o la labor de los funcionarios y demás intervinientes en la actuación. 
 
125 Ley 906 de 2004. Artículo 310. Peligro para la comunidad. Para estimar si la libertad del imputado resulta 
peligrosa para la seguridad de la comunidad, además de la gravedad del hecho y la pena imponible, deberán 
tenerse en cuenta las siguientes circunstancias: 
1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación con organizaciones criminales. 
2. El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos. 
3. El hecho de estar acusado, o de encontrarse sujeto a alguna medida de aseguramiento, o de estar 
disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, por delito doloso o preterintencional. 
4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso o preterintencional. 
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El peligro para la víctima, se determina en el artículo 311 del código de 
procedimiento penal cuando existan motivos fundados que permitan inferir que el 
imputado podrá atentar contra la víctima, su familia o sus bienes126. 
 
3.8. No Comparecencia. 
La no comparecencia del imputado al proceso penal se encuentra establecida en 
el artículo 312 de la Ley 906 de 2004, y tiene tres situaciones para ser analizadas 
por arte del operador judicial a saber: la falta de arraigo en la comunidad, 
determinado por el domicilio, asiento de la familia, de sus negocios o trabajo y las 
facilidades que tenga para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto; 
la gravedad del daño causado y la actitud que el imputado asuma frente a este y el 
comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior, del que 
se pueda inferir razonablemente su falta de voluntad para sujetarse a la 
investigación, a la persecución penal y al cumplimiento de la pena127. 
 
3.9. Procedencia de la Detención Preventiva. 
La procedencia de la detención preventiva en establecimiento carcelario, además 
de todo lo anterior, también deberá de concurrir alguno de los casos previstos en 
                                                          
126 Ley 906 de 2004, Artículo 311. Se entenderá que la seguridad de la víctima se encuentra en peligro por la 
libertad del imputado, cuando existan motivos fundados que permitan inferir que podrá atentar contra ella, su 
familia o sus bienes. 
 
127 Ley 906 de 2004, Artículo 312. No comparecencia. Para decidir acerca de la eventual no comparecencia 
del imputado, además de la modalidad y gravedad del hecho y de la pena imponible se tendrá en cuenta: 
1. La falta de arraigo en la comunidad, determinado por el domicilio, asiento de la familia, de sus negocios o 
trabajo y las facilidades que tenga para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto. 
2. La gravedad del daño causado y la actitud que el imputado asuma frente a este. 
3. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior, del que se pueda inferir 
razonablemente su falta de voluntad para sujetarse a la investigación, a la persecución penal y al 
cumplimiento de la pena. 
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el artículo 313 de la Ley 906 de 2004128, sin embargo, además de estos deberá 
ser tenido muy en cuenta lo dispuesto por el artículo 199 numeral 1 de la Ley 1098 
de 2006129, pues ésta norma prevé detención en sitio de reclusión cuando se trate 
de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra 
niños, niñas y adolescentes. 
 
3.10. Sustitución de la Detención Preventiva. 
Pese a lo anterior, la medida de aseguramiento privativa de la libertad en 
establecimiento carcelario, es susceptible de ser sustituida por la detención en 
lugar de residencia en los términos del artículo 314 del Código de Procedimiento 
Penal130, sin embargo, la Ley 1098 de 2006 en su artículo 199 numeral 2 prevé la 
                                                          
128 Ley 906 de 2004. Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. Satisfechos los requisitos 
señalados en el artículo 308, procederá la detención preventiva en establecimiento carcelario, en los siguientes 
casos: 
1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados. 
2. En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de 
cuatro (4) años. 
3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal cuando la defraudación sobrepase 
la cuantía de ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
4. Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o contravención, dentro del 
lapso del año anterior, contado a partir de la nueva captura o imputación, siempre que no se haya producido la 
preclusión o absolución en el caso precedente.    
129 Ley 1098 de 2006. Artículo 199. Beneficios y mecanismos sustitutivos. Cuando se trate de los delitos de 
homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas: 
1. Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos del artículo 306 de la Ley 906 de 
2004, esta consistirá siempre en detención en establecimiento de reclusión. No serán aplicables en estos 
delitos las medidas no privativas de la libertad previstas en los artículos 307, literal b), y 315 de la Ley 906 de 
2004. (…) 
 
130 Ley 906 de 2004. Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva en 
establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de residencia en los siguientes eventos: 
1. Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de aseguramiento sea suficiente la 
reclusión en el lugar de residencia, aspecto que será evaluado por el juez al momento de decidir sobre su 
imposición. 
2. Cuando el imputado o acusado fuere mayor de sesenta y cinco (65) años, siempre que su personalidad, la 
naturaleza y modalidad del delito hagan aconsejable su reclusión en el lugar de residencia. 
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negación del beneficio de sustitución en los casos contemplados en los numerales 
1 y 2 del artículo 314 del Código de procedimiento penal131. 
 
3.11. Medidas de Aseguramiento no Privativas de la Libertad. 
                                                                                                                                                                                 
3. Cuando a la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos para el parto. Igual derecho tendrá durante 
los (6) meses siguientes a la fecha del nacimiento. 
4. Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen de médicos 
oficiales. 
El juez determinará si el imputado o acusado debe permanecer en su lugar de residencia, en clínica u hospital. 
5. Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo menor o que sufriere incapacidad 
permanente, siempre y cuando haya estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que haga sus veces 
tendrá el mismo beneficio. 
La detención en el lugar de residencia comporta los permisos necesarios para los controles médicos de rigor, 
la ocurrencia del parto, y para trabajar en la hipótesis del numeral 5. 
En todos los eventos el beneficiario suscribirá un acta en la cual se compromete a permanecer en el lugar o 
lugares indicados, a no cambiar de residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando 
fuere requerido, y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de someterse a los mecanismos de control y 
vigilancia electrónica o de una persona o institución determinada, según lo disponga el juez. 
Parágrafo 1º. No procederá la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario, por 
detención domiciliaria cuando la imputación se refiera a los siguientes delitos: Los de competencia de los 
jueces penales del circuito especializados o quien haga sus veces, Tráfico de migrantes (C. P. artículo 188); 
Acceso carnal o actos sexuales con incapaz de resistir (C. P. artículo 210); Violencia intrafamiliar (C. P. 
artículo 229); Hurto calificado (C. P. artículo 240); Hurto agravado (C. P. artículo 241, numerales 7, 8, 11, 12 
y 15); Estafa agravada (C. P. artículo 247); Uso de documentos falsos relacionados con medios motorizados 
hurtados (C. P. artículo 291); Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones de uso personal, 
cuando concurra con el delito de concierto para delinquir (C. P. artículos 340 y 365), o los imputados 
registren sentencias condenatorias vigentes por los mismos delitos; Fabricación, tráfico y porte de armas y 
municiones de uso privativo de las fuerzas armadas (C. P. artículo 366); Fabricación, importación, tráfico, 
posesión y uso de armas químicas, biológicas y nucleares (C. P. artículo 367); Peculado por apropiación en 
cuantía superior a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales (C. P. artículo 397); Concusión (C. P. 
artículo 404); Cohecho propio (C. P. artículo 405); Cohecho impropio (C.P. artículo 406); cohecho por dar u 
ofrecer (C. P. artículo 407); Enriquecimiento Ilícito (C.P. artículo 412); Soborno Transnacional (C.P. artículo 
433); Interés Indebido en la Celebración de Contratos (C.P. artículo 409); Contrato sin Cumplimiento de 
Requisitos Legales (C.P. artículo 410); Tráfico de Influencias (C.P. artículo 411); Receptación repetida, 
continua (C.P. artículo 447, incisos 1° y 3°); Receptación para ocultar o encubrir el delito de hurto calificado, 
la receptación para ocultar o encubrir el hurto calificado en concurso con el concierto para delinquir, 
receptación sobre medio motorizado o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en 
ellos (C. P. artículo 447, inciso 2°)". 
131 Ley 1098 de 2006. Artículo 199. Beneficios y mecanismos sustitutivos. Cuando se trate de los delitos de 
homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas: (…) 
2. No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario por la de 




Ahora, respecto de las medidas de aseguramiento previstas en el artículo 307 
literal B de la ley 906 de 2004, esto es, las medidas no privativas de la libertad, el 
artículo 315 del código de procedimiento penal, prevé la imposición de una o 
varias de ellas siempre y cuando la pena principal de la conducta punible no tenga 
prevista privación de la libertad, cuando se trate de delitos querellables o cuando 
el mínimo de la misma no supere los cuatro (4) años, así las cosas y una vez 
abastecidas las finalidades de las medidas establecidas por el artículo 308 del 
código de procedimiento penal, el juez de control de garantías procederá a 
decretar las medidas pertinentes atendiendo claro está a los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad132. 
 
3.12. Incumplimiento. 
Si el imputado o acusado incumple la medida o las medidas de aseguramiento que 
el juez le imponga, la fiscalía, la víctima o la procuraduría pueden solicitar ante el 
juez de control de garantías su reclusión en establecimiento carcelario si el 
incumplimiento fuere a medida privativa de la libertad en lugar de domicilio, 
también podrá ordenar el juez la detención en lugar de domicilio si el 
incumplimiento recayere en medidas de aseguramiento no privativas de la libertad 
o simplemente imponer otra medida de aseguramiento no privativa de la libertad, 
dependiendo del incumplimiento o la reincidencia133, a pesar de que el artículo 316 
                                                          
132 Ley 906 de 2004. Artículo 315. Medidas de aseguramiento no privativas de la libertad. Cuando se proceda 
por delitos cuya pena principal no sea privativa de la libertad, o por delitos querellables, o cuando el mínimo 
de la pena señalada en la ley no exceda de cuatro (4) años, satisfechos los requisitos del artículo 308, se podrá 
imponer una o varias de las medidas señaladas en el artículo 307 literal B, siempre que sean razonables y 
proporcionadas para el cumplimiento de las finalidades previstas. 
 
133 Ley 906 de 2004. Artículo 316. Incumplimiento. Si el imputado o acusado incumpliere alguna de las 
obligaciones impuestas al concederle la detención domiciliaria, o las inherentes a la medida de aseguramiento 
no privativa de la libertad a que estuviere sometido, a petición de la Fiscalía o del Ministerio Público, el juez 
podrá, según el caso, ordenar su reclusión en establecimiento carcelario, disponer la reclusión en el lugar de 
residencia, o imponer otra medida no privativa de la libertad, dependiendo de la gravedad del incumplimiento 
o de la reincidencia.   
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del código de procedimiento penal no prevé taxativamente a la víctima como 
sujeto que pueda acudir ante el juez para solicitar la sustitución, éste artículo fue 
declarado exequible de manera condicionada por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-209 de 2007, bajo el entendido de que la víctima puede acudir ante el 
juez competente y solicitar la medida correspondiente. 
 
3.13. Causales de Libertad. 
La cesación de las medidas de aseguramiento, o causales de libertad como lo 
define el artículo 317 de la ley 906 de 2004134, y se limita a los eventos en que se 
haya cumplido la pena impuesta, se haya decretado la preclusión, o se absuelva al 
acusado, como consecuencia de la aplicación del principio de oportunidad, o a 
causa de acuerdos debidamente aceptado por el juez de conocimiento, o si 
trascurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de formulación de la 
imputación no se presenta la acusación o se ha solicitado la preclusión, o cuando 
transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de la formulación de 
acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juicio oral. 
 
3.14. Solicitud de Revocatoria. 
                                                          
134 Ley 906 de 2004. Artículo 317. Causales e libertad. Las medidas de aseguramiento indicadas en los 
anteriores artículos tendrán vigencia durante toda la actuación. La libertad del imputado o acusado se 
cumplirá de inmediato y solo procederá en los siguientes eventos: 
1. Cuando se haya cumplido la pena según la determinación anticipada que para este efecto se haga, o se haya 
decretado la preclusión, o se haya absuelto al acusado. 
2. Como consecuencia de la aplicación del principio de oportunidad. 
3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido aceptado por el juez de conocimiento. 
4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de la formulación de imputación no se 
hubiere presentado la acusación o solicitado la preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. 
5. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no 
se haya dado inicio a la audiencia de juicio oral. 
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Sobre la revocatoria o sustitución de la medida de aseguramiento el artículo 318 
de la Ley 906 de 2004135, establece que puede ser solicitada por cualquiera de las 
partes ante el juez de control de garantías, presentando los elementos de prueba 
o la información legalmente obtenida que permitan la inferencia razonable del juez 
que los requisitos o finalidades de dicha medida han desaparecido. 
 
3.15. Caución. 
El juez de control de garantías fijará una caución y el sujeto sobre quien recae la 
medida de aseguramiento el cual deberá prestarla, si llegase a ser incapaz de 
atenderla deberá demostrar suficientemente esa incapacidad y en su lugar indicar 
la cuantía que puede atender dentro del plazo que fije el juez; demostrada la 
incapacidad para prestar la caución prendaria puede ser sustituida por el juez de 
control de garantías por cualquiera de las medidas de aseguramiento no privativas 
de la libertad previstas en el artículo 307 literal B de la Ley 906 de 2004, 
atendiendo para la fijación de la caución en todo momento por parte del juez los 
principios de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad136. 
 
3.16. Informe Sobre Medidas de Aseguramiento. 
Finalmente sobre la imposición de medida de aseguramiento, su sustitución, o su 
revocación, el juez que la profiera deberá informarlo a la Fiscalía General de la 
                                                          
135 Ley 906 de 2004. Artículo 318. Solicitud de revocatoria. Cualquiera de las partes podrá solicitar la 
revocatoria o la sustitución de la medida de aseguramiento y ante el juez de control de garantías que 
corresponda, presentando los elementos materiales probatorios o la información legalmente obtenidos que 
permitan inferir razonablemente que han desaparecido los requisitos del artículo 308. 
136 Ley 906 de 2004. Artículo 319. De la caución. Fijada por el juez una caución, el obligado con la misma, si 
carece de recursos suficientes para prestarla, deberá demostrar suficientemente esa incapacidad así como la 
cuantía que podría atender dentro del plazo que se le señale. 
En el evento en que se demuestre la incapacidad del imputado para prestar caución prendaria, esta podrá ser 
sustituida por cualquiera de las medidas de aseguramiento previstas en el literal B del artículo 307, de acuerdo 
con los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad. 
Esta decisión no admite recurso. 
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Nación a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes a la Fiscalía General 
de la Nación y a la Policía nacional, pues el Departamento Administrativo de 
Seguridad DAS desapareció137. 
 
 
4. CAPÍTULO CUARTO: CONSTITUCIÓN Y DERECHO PENAL.  
 
4.1. Constitucionalización del derecho penal. 
En el preámbulo de la Constitución Nacional de 1991, se establece que el fin de 
sus normas son el fortalecimiento de la unidad de la Nación y “asegurar a sus 
integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el 
conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y 
participativo que garantice un orden político, económico y social justo138”, es decir, 
en cumplimiento del propósito constitucional, el Estado debe implementar medidas 
efectivas y eficaces para la protección de los derechos de los ciudadanos (Cursiva 
propia).  
Es por esto que el ordenamiento jurídico colombiano debe estar ajustado a la 
Constitución Política de 1991, ya que es la norma superior y prevalece en el 
sistema jurídico, contiene además, los principios rectores y los derechos 
                                                          
137 Ley 906 de 2004. Artículo 320. Informe sobre medidas de aseguramiento. El juez que profiera, modifique 
o revoque una medida de aseguramiento deberá informarlo a la Fiscalía General de la Nación y al 
Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
decisión. Tales datos serán registrados y almacenados en el sistema de información que para el efecto llevará 
la Fiscalía General de la Nación.  
138 “Preámbulo de la Constitución Nacional de Colombia de 1991: El pueblo de Colombia en ejercicio de su 
poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la 
protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y 
comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la 
siguiente Constitución Política de Colombia.”  
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fundamentales de los ciudadanos y contribuye de manera eficaz a garantizar un 
ordenamiento jurídico orientado por la rectitud y el respeto a la legalidad139.  
Como lo señalo la Corte Constitucional de Colombia: “La Carta Política es un 
pacto por medio del cual se establecen las pautas de comportamiento del Estado, 
representado a través de sus distintas autoridades y los asociados, y en el fondo 
es una concepción de qué es y debe ser la persona en sociedad”140 (Cursiva 
propia).  
Por lo anterior, la potestad del legislador no es ilimitada, ya que las leyes deben 
ajustarse a las normas constitucionales y a los tratados internacionales de 
derechos humanos que “constituyen un límite inalterable al ejercicio del poder 
público, al consagrar valores superiores, principios constitucionales y derechos 
fundamentales”141 (Cursiva propia).  
En materia penal y teniendo en cuenta que el Estado debe contar con una política 
criminal142, entendida como aquellas herramientas y mecanismos que adopta el 
Estado con el fin de combatir el delito, buscando proteger a los ciudadanos de las 
conductas delictivas y sus consecuencias, a través de la expedición de normas 
que protegen bienes jurídicos (como lo son el derecho a la vida e integridad, entre 
otros), sancionando aquellas conductas que atentan contra el bien jurídico 
protegido, tipificando las conductas; estableciendo normas de carácter 
sancionatorio para quienes cometen ese tipo de actos y estableciendo el 
procedimiento para la aplicación de la sanción y la reparación de aquellos 
ciudadanos que padecen las consecuencias de esos hechos. 
                                                          
139 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional. El principialismo Penal. P. 31, 
Universidad Externado de Colombia. Primera Edición, diciembre de 2014. 
140 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-718 de noviembre de 2015, M.P. : Jorge Iván 
Palacio Palacio.    
141 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-387 de 25 de junio de 
2014. M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.  
142 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-936 de 23 de noviembre de 2010. 
M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.   
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Jurisprudencialmente se ha dicho que lo anterior no implica que el legislador no 
tenga libertad de legislar, pero no podría por ejemplo establecer penas de muerte, 
destierro, prisión perpetua, tortura o penas o tratos crueles o degradantes y debe 
propender por la realización de los fines sociales del Estado143, es decir debe 
atender los preceptos constitucionales que garantizan los derechos fundamentales 
a los asociados.  
La Corte Constitucional144 ha dicho que el legislador en materia penal debe 
atender, entre otros, los principios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad, 
y deber de garantizar los derechos constitucionales y la aplicación de los 
convenios internacionales de derechos humanos, teniendo en cuenta que la 
sanción debe aplicarse cuando las demás alternativas de control no han sido 
efectivas y debe ser consecuencia de la necesidad de protección real a los 
intereses de los ciudadanos y no un capricho del legislador, por ese motivo no es 
posible que se criminalicen todos los comportamientos antisociales o aquellos que 
no afectan el bien jurídico tutelado, teniendo en cuenta que una sanción penal 
puede llegar a comprometer la libertad del individuo.  
En el ordenamiento penal colombiano, la actuación tiene dos sujetos importantes, 
en primer lugar el procesado, respecto de quien el Estado busca su resocialización 
y por otro lado, la víctima a quien se le debe restablecer su derecho, ambos, 
dentro del marco constitucional y del de los derechos fundamentales, son sujetos 
de derechos, que deben ser garantizados por el Estado constituido como Estado 
social y democrático de derecho que propende por el orden social justo, en donde 
se reflejan los aspectos de retribución y resocialización.  
                                                          
143 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-079 de 29 de febrero de 1996. M. P. 
Hernando Herrera Vergara.  




Pero además de la retribución y la resocialización, el ordenamiento jurídico penal 
tiene un fin preventivo145, ya que enuncia a los ciudadanos cuales son las 
conductas que deben abstenerse de realizar so pena de incurrir en la sanción 
previamente establecida.  
 
Respecto a la finalidad de la pena ha señalado la Corte Constitucional: “ella tiene 
en nuestro sistema jurídico un fin preventivo, que se cumple básicamente en el 
momento del establecimiento legislativo de la sanción, la cual se presenta como la 
amenaza de un mal ante la violación de las prohibiciones; un fin retributivo, que 
se manifiesta en el momento de la imposición judicial de la pena, y un fin 
resocializador que orienta la ejecución de la misma, de conformidad con los 
principios humanistas y las normas de derecho internacional adoptadas” (Cursiva 
y negrilla propias).    
 
“Ha considerado también que “sólo son compatibles con los derechos humanos 
penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es a su incorporación 
a la sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual además se 
contribuye a la prevención general y la seguridad de la coexistencia, todo lo cual 
excluye la posibilidad de imponer la pena capital”146 (Cursiva propia).  
 
Teniendo en cuenta que el Estado colombiano se funda en la dignidad humana, ha 
dicho la Corte Constitucional que la pena no tiene un fin de venganza sino que es 
de carácter resocializador por lo que se debe aplicar conforme al derecho147 y es 
que como se ha dicho renglones atrás el infractor penal es sujeto de derechos, es 
por esto que la pena no corresponde al capricho del legislador o del juez sino, que 
                                                          
145 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-565 de 07 de diciembre de 1993. M. 
P. Hernando Herrera Vergara.   
146 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-144 de 19 de marzo de 1997. M. P. 
Alejandro Martínez Caballero. 
147 Corte Constitucional de Colombia. Sala Cuarta de Revisión. Sentencia de Tutela T-213 de 27 de marzo de 
2011. M. P. Gabriel Eduardo Mendoza  Martelo. 
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es una aplicación de la norma constitucional y de los tratados internacionales 
sobre derechos humanos.  
 
Es decir, la norma constitucional, como norma rectora de todo el ordenamiento 
jurídico, limita la facultad del Estado para imponer penas, ya que en todo momento 
se debe tener en cuenta al procesado como persona sujeto de derechos, al 
respecto se pronunció el tribunal constitucional aclarando que en materia punitiva 
la Constitución limita la facultad del Estado para imponer penas a los asociados, 
prohibiendo las “penas ejemplificantes”, es decie aquellas con as que se quiere 
evitar que otros incurran en la conducta por temos a la pena, aclando que la 
dignidad humana permite al ser humano arrepentirse y enmendar sus erroes para 
reinterrarse así a la sociedad y contrubuir nuevamente al desarrollo de la misma, 
por eso se prohibe la pena de prisión perpetua, sieno esto el objetivo principal del 
ius puniendi148.  
Es entonces el ordenamiento penal, el conjunto de normas en virtud de las cuales 
se establecen los mecanismos para combatir las conductas delictivas en lo 
preventivo y lo sancionatorio149, considerándose un solucionador de problemas150, 
porque está llamado a regular la conducta de los ciudadanos e impone sanciones 
en caso de que se quebrante el orden social y se afecte el bien jurídico tutelado, 
pero siempre dentro del marco de la norma constitucional y de los tratados de 
derechos humanos.  
La Constitución Política de 1991, es la base de los derechos fundamentales, que 
como se dijo en el primer capítulo, el Estado colombiano se ha comprometido a 
respetar y preservar en todos los espacios de los ciudadanos, incluso en los 
estados de excepción, quiere decir que también se deben respetar y garantizar en 
                                                          
148 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-718. Op. cit. 
149 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional. El principialismo Penal. P. 25, 
Universidad Externado de Colombia. Primera Edición, diciembre de 2014. 
150 ROXIN, Claus. Política criminal y sistema del derecho penal. Bosch, Barcelona. 1972. P. 22 y siguientes.  
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el proceso penal, esta norma contiene los principios que limitan el poder del 
Estado, ya que debe en todo momento ajustarse a estos preceptos con el fin de 
respetar la dignidad, libertad e igualdad de sus ciudadanos, entre otros derechos.  
Teniendo en cuenta que el derecho penal tiene por finalidad la protección de los 
derechos de los ciudadanos y contiene sanción para los infractores, se debe decir 
que tal protección no puede ser caprichosa y debe obedecer a las necesidades 
sociales, teniendo especial cuidado de no penalizar conductas que no ameriten la 
intervención del derecho penal en atención a todos los derechos fundamentales 
reconocidos en la Carta Constitucional de 1991. 
Con lo anterior, tenemos que la Constitución Política es la que establece los 
principios sustento de los derechos fundamentales y siempre el ordenamiento 
jurídico debe estar ajustado a sus preceptos, pero se considera que lo debe estar 
especialmente el ordenamiento penal, ya que en él se puede llegar a decidir privar 
al ciudadano de algunos de sus derechos fundamentales, como lo es la libertad, 
por esto el derecho penal debe atender las necesidades sociales y la política 
criminal del Estado, con el fin de evitar llegar a cometer excesos en su creación, 
teniendo en cuenta que se trata de una de las áreas del derecho en la que más se 
puede llegar a comprometer los derechos del ciudadano, motivo por el cual se 
considera que debe ser garantista. 
Ha definido la jurisprudencia que la Carta Política enuncia valores, incorpora 
preceptos y postulados en especial en lo referente a los derechos fundamentales 
que influyen en el derecho penal de manera importante y determinan su alcance, 
tanto en las normas sustanciales como en las procedimentales, eso es lo que 
precisamente se denomina Constitucionalización del Derecho Penal151. 
Los tipos penales consagran consecuencias para el autor de la conducta, pero 
estas consecuencias deben ser orientadas a conseguir que los ciudadanos se 
                                                          
151 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-038 de 09 de febrero de 1995. M. P. 
Alejandro Martínez Caballero. 
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abstengan precisamente de infringir la ley, la pena debe propender por la 
recuperación del procesado, su resocialización y la protección de la sociedad a 
partir de la protección de los bienes jurídicos tutelados152.  
Con lo anterior se tiene que el ordenamiento penal, así como todo el ordenamiento 
jurídico, debe estar ajustado a la norma constitucional, en todo caso siempre se 
debe respetar los preceptos y principios contenidos en ella, en el momento de 
analizar y aplicar la norma, no siendo posible ninguna aplicación o interpretación 
contraria a la Constitución Nacional.  
Es por esto, que existe en Colombia el tribunal constitucional que se encarga de 
salvaguardar la aplicación y respeto de las normas constitucionales, labor que 
deben cumplir todos los administradores de justicia que deben inaplicar la norma 
contraria al ordenamiento jurídico superior, en virtud de la excepción de 
inconstitucionalidad.  
 
4.2. Bloque de constitucionalidad. 
Como bloque de constitucionalidad se entiende aquellas normas, principios y 
preceptos, que sin aparecer en el texto de la constitución nacional hacen parte de 
la normatividad superior y obligan a su respeto y aplicación, en Colombia los 
tratados y convenios de derechos humanos hacen parte integral de la norma 
superior, por mandato de la misma constitución153, es por esto que también son 
                                                          
152 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional. El principialismo Penal. P. 27, 
Universidad Externado de Colombia. Primera Edición, diciembre de 2014. 
153 Constitución Nacional de Colombia de 1991. Art. 93. Artículo respaldado por la Corte Constitucional de 
Colombia en Sentencia de Constitucionalidad C-225 de 18 de mayo de 1995. M. P. Alejandro Martínez 
Caballero; posición reiterada en Sentencia de Constitucionalidad C-578 de 04 de diciembre de 1995, M. P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz; igualmente en Sentencia de Constitucionalidad C-358 de 05 de agosto de 1997, M. 
P. Eduardo Cifuentes Muñoz y en Sentencia de Constitucionalidad C-191 de 06 de mayo de 1998, M. P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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tenidos en cuenta como parámetros para analizar la constitucionalidad de las 
leyes154. 
En Colombia, la Constitución Nacional155 integró al ordenamiento jurídico los 
tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos, cuya limitación 
está prohibida en los estados de excepción, la prevalencia sobre e orden interno y 
es lo que se conoce como el Bloque de Constitucionalidad, porque estas normas 
tienen rango constitucional.156  
 
Así las cosas, Colombia al formar parte de los tratados internacionales, debe 
acoger lo establecido en estos en razón a que se debe respetar el derecho 
convencional y con él, los reconocimientos hechos por la comunidad 
internacional157. 
Por lo anterior, los jueces en materia civil, penal, laboral158 o administrativa, al 
momento de decidir sus asuntos deben tener en cuenta no solo el contenido 
expreso de la Carta Política sino las normas que la integran, como lo es los 
tratados sobre derechos humanos, que como se dijo anteriormente conforman la 
normatividad constitucional y son de obligatorio cumplimiento, lo cual debe ser de 
                                                          
154 Corte Constitucional de Colombia. Sala Quinta de Revisión. Sentencia de Tutela T-256 de 06 de marzo de 
2000. M. P. José Gregorio Hernández.  
155 “Constitución Política de Colombia de 1991. Art. 93: Los tratados y convenios internacionales ratificados 
por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán 
de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. Acto 
legislativo 02 de 2001, artículo 1. Adiciónese el artículo 93 de la Constitución Política con el siguiente texto: 
El Estado colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos 
previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de 
las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento 
establecido en esta Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte 
del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente 
dentro del ámbito de la materia regulada en él.”  
156 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-067 de 04 de febrero de 
2003. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
157 DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. Los deberes del Estado colombiano de investigar, juzgar y sancionar los 
delitos internacionales. Primera Edición. Universidad Libre. Bogotá. 2016. P. 25. 
158 “Constitución Nacional de Colombia de 1991. Art. 53: (…) Los convenios internacionales del trabajo 
debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna (…).” 
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especial aplicación en las actuaciones penales, pues, el proceso penal pone en 
juego los derechos más ligados a la persona, como lo son la libertad, podría 
decirse también su dignidad y buen nombre.  
Se puede decir entonces, que el derecho penal es la rama del derecho que se ha 
pretendido sea los más garantista posible, así las cosas el derecho penal debe ser 
analizado y aplicado conforme a las normas constitucionales, pero además 
completamente ajustado conforme a los establecido en los tratados de derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario.  
En el ordenamiento penal colombiano, las normas del derecho internacional sobre 
derechos humanos son integradas de manera expresa, ya que establece que 
prevalecen los tratados y convenios internacionales sobre los derechos 
humanos159.  
Es importante aclarar, como la ha hecho la Corte Constitucional de Colombia160, 
que no todos los tratados o convenios internacionales, integran la Constitución 
Nacional, ya que enfáticamente ha dicho la Corte que integran el Bloque de 
Constitucionalidad, los tratados y convenios sobre derechos humanos, aclarando 
que los convenios que no versan sobre este asunto, aunque son ratificados por 
Colombia, no integran ni tienen el mismo rango que la norma constitucional, pero 
además ha aclarado que salvo remisión expresa de la Constitución sólo 
constituyen parámetros de control constitucional aquellos tratados y convenios 
internacionales ratificados por Colombia que reconocen derechos humanos y que 
prohíben la limitación de esos derechos en estados de excepción161.  
 
                                                          
159 Ley  906 de 2004, Art. 3 
160 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-582 de 11 de agosto de 1999. M. P. 
Alejandro Martínez Caballero.  
161 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-195 de 20 de mayo de 1993. M. P. 
Alejandro Martínez Caballero y Sentencia de Constitucionalidad C-179 de 13 de abril de 1994. M. P. Carlos 
Gaviria Díaz.  
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4.3. Artículo 199 de la Ley 1098 de 2006 “Código de la Infancia y la 
Adolescencia”.  
El Código de la Infancia y la Adolescencia, como se ha mencionado, es un 
compendio de normas, tendiente a la protección especial de los menores de edad, 
expedida en cumplimiento de los compromisos internacionales y la necesidad de 
efectivizar la protección hacia la niñez, en virtud de la cual estableciéndose que la 
protección integral es el reconocimiento de los niños como sujetos de derechos y 
que dicha protección se es posible con el conjunto de planes, políticas, programas 
y acciones a nivel nacional, departamental, distrital y municipal, que deben 
disponer de todos los recursos necesarios162, es decir la norma involucra a las 
autoridades de todos los niveles a implementar y garantizar, mediante la 
destinación de los recursos necesarios, la protección a la infancia.  
Pero además de lo anterior, se ordena en todos los casos la aplicación más 
favorable de la norma con el fin de proteger el interés superior del niño, niña o 
adolescente163, establece además que las normas que la integran son de orden 
público, de carácter irrenunciable y menciona la aplicación preferente de sus 
principios y reglas respecto al contenido de otras leyes164. 
                                                          
162 “Ley 1098 de 2006. Art. 7: Protección Integral. Se entiende por protección integral de los niños, niñas y 
adolescentes el reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la 
prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del 
principio del interés superior. 
La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten 
en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos 
financieros, físicos y humanos.” 
163 “Ley 1098 de 2006. Art. 6: Reglas de Interpretación y Aplicación. Las normas contenidas en la 
Constitución Política y en los tratados o convenios internacionales de Derechos Humanos ratificados por 
Colombia, en especial la Convención sobre los Derechos del Niño, harán parte integral de este Código, y 
servirán de guía para su interpretación y aplicación. En todo caso, se aplicará siempre la norma más favorable 
al interés superior del niño, niña o adolescente.  
La enunciación de los derechos y garantías contenidos en dichas normas, no debe entenderse como negación 
de otras que, siendo inherentes al niño, niña o adolescente, no figuren expresamente en ellas.”  
164 “Ley 1098 de 2006. Art. 5: Naturaleza de las normas contenidas en este código. Las normas sobre los 
niños, las niñas y los adolescentes, contenidas en este código, son de orden público, de carácter irrenunciable 




Al respecto de la protección hacia la infancia, ha precisado la Corte Constitucional 
Colombiana, que en virtud de estar constituido como Estado social y democrático 
de derecho, las entidades y autoridades a todo nivel deben adoptar acciones “que 
permitan a los menores de edad alcanzar un desarrollo armónico e integral, en los 
aspectos de orden biológico, físico, síquico, intelectual, familiar y social. La 
población infantil es vulnerable y la falta de estructuras sociales, económicas y 
familiares apropiadas para su crecimiento agravan su indefensión”165 (Cursiva 
propia).    
En resumen, el Código de Infancia y Adolescencia es un contenido normativo para 
garantizar la plena vigencia de los derechos de los menores de edad que en virtud 
de la misma ley, en desarrollo de los preceptos constitucionales y de los tratados y 
convenios internacionales sobre la materia, han establecido el concepto de interés 
superior del menor, en virtud del cual todos, resumidos como la familia, la 
sociedad y el Estado, estamos en la obligación de garantizar la satisfacción de 
estos derechos que son de carácter universal, prevalente e interdependiente166, 
obligándose a todas las autoridades en todos sus actos, a la salvaguarda de la 
prevalencia de sus derechos y la aplicación de la norma más favorable a sus 
intereses167. 
El contenido del art. 199 de la Ley de Infancia y Adolescencia, puede ser 
considerado como uno de los mecanismos en virtud del cual el Estado 
                                                          
165 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-1064 de 16 de agosto de 
2000. M. P. Álvaro Tafur Galvis.  
166 “Ley 1098 de 2006. Art. 8: Interés Superior de los Niños, las Niñas y los Adolescentes. Se entiende por 
interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la 
satisfacción integral y simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e 
interdependientes.”   
167 “Ley 1098 de 2006. Art. 9: Prevalencia de los derechos. En todo acto, decisión o medida administrativa, 
judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, 
prevalecerán los derechos de estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de 
cualquier otra persona. 
En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la 
norma más favorable al interés superior del niño, niña o adolescente.” 
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Colombiano ha dado cumplimiento a los compromisos internacionales, frente a la 
protección especial de los niños, niñas y adolescentes.  
 
La citada norma endurece las penas frente a los delitos de lesiones personales 
dolosas, homicidio, secuestro y aquellos que atentan la libertad, integridad y 
formación sexual cometidos contra los infantes, ya que restringe la aplicación de 
beneficios y mecanismos sustitutivos para los agresores de los niños. Regula que 
siempre que sea procedente la medida de aseguramiento debe consistir en 
detención en establecimiento de reclusión, prohíbe otorgar el beneficio de 
detención en el lugar de residencia, así como la aplicación del principio de 
oportunidad o rebaja de penas por preacuerdos o negociaciones con la fiscalía.  
Así mismo, no permite la aplicación de los subrogados penales (suspensión 
condicional de la ejecución de la pena y libertad condicional), todo con el fin de 
salvaguardar y proteger los derechos del niño, que según convenios 
internacionales y la Constitución Nacional, debe primar el interés superior del 
menor.  
 
La expedición de esta norma en procura de la protección especial de los niños, es 
desarrollo de los fines y objetivos de la Ley de Infancia y Adolescencia, que 
consagra como finalidad “garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescentes 
su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la 
comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Prevalecerá el 
reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin discriminación alguna168” 
(Cursiva propia).  
 
En procura de la consecución de esa finalidad, la misma norma establece que su 
objetivo es “establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral 
de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y 
                                                          
168 Ley 1098 de 2006. Art. 1. 
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libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como su 
restablecimiento169”, procurándose una garantía efectiva de este grupo 
poblacional, siendo obligación de la sociedad, el Estado y la Familia (Cursiva 
propia).  
 
Ahora bien, la Corte Constitucional ha referido que el contenido del art. 199 de la 
Ley 1098 de 2006, tiene sustento, como se ha mencionado en este documento, en 
el compromiso internacional adquirido frente a la protección especial de los niños, 
advirtiendo que la protección de sus derechos no sería efectiva si se renunciara a 
sancionar severamente las conductas que les afectan de manera grave, ya que la 
finalidad de esta sanción contemplada en la ley, busca que cesen estos abusos 
contra los niños, considerado esa herramienta de gran importancia en la lucha 
contra el abuso infantil y en ese orden de ideas no se podría cumplir con el 
compromiso internacional de los infantes170”. 
 
4.4. Tensión entre el principio de Interés Superior de los Niños, Niñas y 
Adolescentes y entre el principio de Igualdad de los procesados que 
cometen alguno de los delitos establecidos en el artículo 199 de la Ley 
1098 de 2006.   
Los principios del interés superior del menor y el principio de la igualdad entran en 
tensión al activarse la justicia mediante un proceso legal por alguna de las 
conductas señaladas por el art. 199 de la Ley 1098 de 2006, cuando el sujeto 
activo es un mayor de edad y el sujeto pasivo es un menor. 
Para resolver la tensión presentada ante la colisión de estas dos instituciones, nos 
proponemos a utilizar el test de razonabilidad utilizado por la Corte Constitucional, 
                                                          
169 Ley 1098 de 2006. Art. 2. 
170 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-738 de 23 de julio de 
2008. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.   
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el cual fue abordado en el título del principio de igualdad y que utilizaremos como 
instrumento de análisis para determinar si el trato desigual en los casos del art. 
199 de la Ley 1098 de 2006 es justificado. Según vimos, se desarrolla en tres 
etapas así, la existencia de un objetivo perseguido, la validez del objetivo 
perseguido y la razonabilidad del trato desigual. 
También observamos que el interés superior del niño, niña y adolescente “es 
entendido como el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la 
satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos humanos, que son 
universales, prevalentes e interdependientes”, de conformidad con la Ley 1098 de 
2006, en su art. 8171. 
Por su parte, el principio de igualdad contenido en el artículo primero de la 
constitución reconoce indistintamente el derecho de las personas a ser tratadas 
por la ley de la misma manera (igualdad formal) y el derecho de las personas a ser 
tratadas con igualdad en sus relaciones interpersonales (igualdad material). 
Para efectos de la presente ponderación, sólo será tenida en cuenta la igualdad 
formal, por lo que nos interesa establecer si se presenta violación al derecho de 
las personas a ser tratadas de manera igual por la ley frente al contenido del art. 
199 de la Ley 1098 de 2006.   
Continuando con el test de razonabilidad, procederemos al análisis de los tres 
pasos señalados, de la siguiente forma: 
a. La existencia de un objetivo perseguido. El interés superior de los menores 
es un fin perseguido por la comunidad internacional, por el Estado social y 
democrático de derecho, incluso trasciende los ámbitos de estado y 
autoridad para convertirse en un imperativo del derecho natural, que obliga 
a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de los 
                                                          
171 Ibídem.  
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derechos de los menores, razón de peso jurídico absoluto y valedero para 
que prime sobre el derecho a la igualdad. 
b. La validez del objetivo perseguido frente a la Constitución. Es válido el 
objetivo perseguido de garantizar la satisfacción simultánea e integral de los 
derechos de los menores, desde el punto de vista constitucional, pues se 
encuentra previsto en ella misma que los derechos de los menores como 
categoría especial de población deben primar sobre los derechos de los 
demás.  
Aunado a esto, el bloque de constitucionalidad conmina a la aplicación del 
derecho convencional y éste tiene previsto que el interés superior del menor 
es de obligatoria observancia y es de aplicación preferente, así está 
previsto tanto en el preámbulo como en el articulado de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, razón por la cual hay que realizar una 
diferenciación motivada en favor de los menores sin que resulte prohibida, 
sospechosa o semisospechosa, pues es la misma constitución la que 
ordena ponderar así.  
Como se indicó en el capítulo referente a la igualdad, si el análisis de la 
desigualdad supera las dos primeras etapas, como se ha concluido, se 
procede a evaluar la tercera, aplicando la técnica de la proporcionalidad. 
c. La razonabilidad del trato desigual. En este punto vemos como el interés 
superior del menor frente al derecho de igualdad debe demostrar que 
resulta razonable en cuanto a la restricción de trato igualitario (igualdad 
formal), en el caso específico de las previsiones hechas por el art. 199 de la 
Ley 1098 de 2006 referentes a negar beneficios y subrogados para los 
delitos de lesiones personales dolosas, homicidio, delitos sexuales y 
secuestro.  
A esto no resulta tan dificultoso prima facie deducir que es consecuente la 
limitación de la igualdad frente al interés superior de protección de los bienes 
jurídicamente tutelados de los menores y más aun tratándose de derechos tan 
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importantes como el derecho a la libertad, a la integridad personal y a la vida etc., 
pues sobradas razones asisten para que el Estado garantice a la niñez como 
categoría especial de población en estado de vulnerabilidad por su grado de 
madurez psicológica, una aplicación diferencial de normas que cumplan con la 
función de prevención general y especial, imponiendo penas ejemplarizantes para 
evitar las agresiones a los menores.  
Sin embargo, obsérvese que el derecho de igualdad, podría verse vulnerado por 
cuanto no resulta razonable no aplicar las mismas limitaciones a los beneficios y 
subrogados de que trata el art. 199 de la Ley 1098 de 2006, a otro tipo de delitos 
que resultan igualmente atroces y repudiables como el peculado con bienes 
públicos destinados a salud, educación, el abandono de menores, la utilización de 
menores como instrumentos para delinquir, el proxenetismo, la inducción al 
consumo y la distribución de sustancias que crean dependencia, el sometimiento a 
trabajos inhumanos y denigrantes y el detrimento del patrimonio del menor a 
manos de su curador.  
En fin, tantas conductas que resultan gravemente atentatorias de los bienes 
jurídicamente tutelados de los menores y que en observancia del interés superior 
de garantizar la satisfacción integral y simultánea de los derechos de los menores, 
deberían ser incluidos dentro de la gama típica señalada por el art.199 de la 
mencionada ley, pues en la exposición de motivos de la misma, nada dijeron 
respecto de las razones para que sean apenas unas pocas conductas 
consideradas como de lesividad superior frente a otras igualmente ofensivas. 
Concluimos entonces que el art. 199 de la Ley 1098 de 2006, no resulta ser del 
todo razonable, si tenemos en cuenta que sólo un pequeño grupo de conductas 
que lesionan gravemente los bienes jurídicamente tutelados de los menores son 
tratados con ejemplaridad, pero insistimos, conductas tan graves como la 
apropiación de bienes públicos destinados a garantizar derechos fundamentales 
de menores, resulta altamente lesiva si se considera que la afectación recae sobre 
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un grupo de menores, de tal suerte que al no ser incluidas esas conductas, 
podrían de modo alguno incentivar la comisión de las conductas no previstas por 
el art. 199 de esta ley, desde el punto de vista de la psicología motivacional172.    
Como se mencionó, el principio del interés superior de los niños, niñas y 
adolescentes y los derechos de los procesados están amparados en instrumentos 
internacionales y han sido ratificados por el Congreso de la República de 
Colombia y han sido debidamente incorporados a nuestro ordenamiento jurídico. 
Para el caso que nos ocupa del derecho a la igualdad, que en virtud de la norma 
estudiada podría pensarse que se desconoce como uno de los derechos del 
inculpado, indiciado o procesado en una conducta delictiva (secuestro, homicidio, 
lesiones personales dolosas, delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexual) cometida contra un menor de edad, sin embargo y teniendo en cuenta la 
motivación de la norma en procura del interés superior de la infancia, es necesario 
establecer si la misma efectivamente obedece a éste y protege los derechos de 
los niños o si termina por vulnerar el derecho de igualdad de los procesados.  
En virtud de la suscripción de tratados y convenios internacionales por parte del 
Estado colombiano, éste se comprometió en la observancia del interés superior 
del menor, el cual ha sido de interés a nivel internacional, evidenciándose como un 
propósito para mejorar las condiciones de los niños con miras a su formación 
adecuada, brindándoseles herramientas para la  resolución pacífica  de conflictos, 
tendiente a la unión de las naciones para evitar futuras guerras,  tal y como se ha 
dicho en los instrumentos internacionales.  
 
Ahora, acogiéndose a la jurisprudencia constitucional el principio pro infans, en 
virtud del cual se establece la protección especial para los menores de edad, lo 
cual quiere decir que los niños, niñas y adolescentes gozan de protección especial 
                                                          
172 CASTRO CUENCA, Carlos Guillermo. Corrupción y Delitos Contra la Administración Pública. 
Universidad del Rosario. Bogotá. 2009. P. 39 y siguientes.   
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de sus derechos e intereses, pero además la protección es prevalente porque 
siempre la interpretación de sus derechos debe realizarse en favor del niño y su 
derecho prevalece en caso de conflicto con el interés de cualquier otra persona.  
 
Sin embargo, esto no implica de ninguna manera, desconocer derechos 
fundamentales a los demás ciudadanos, en este estudio se analiza precisamente 
si lo contemplado del art. 199 de la Ley 1098 de 2006, vulnera los derechos del 
procesado por delitos de homicidio o lesiones personales dolosas, delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexual o secuestro cometidos contra niños, niñas o 
adolescentes, ya que la Corte Constitucional ha dicho que las medidas 
legislativas, administrativas y judiciales que se adopten para dar cumplimiento a 
los compromisos internacionales, deben ajustarse a la Constitución y a las normas 
que integran el Bloque de Constitucionalidad que reconocen garantías mínimas a 
los ciudadanos incluidos los infractores de la ley penal y que no se pueden 
desconocer en ningún momento.173  
Este tribunal constitucional ha precisado dos aspectos que motivan la protección 
especial hacia los niños víctimas de delitos sexuales, atendiendo el querer común 
internacional, así: “en primer lugar, la corta edad de la víctima quien está en 
formación física y psicológica y, en segundo, la ignominiosa naturaleza de esos 
comportamientos sujetos a reproche penal, la cual afecta negativamente el 
desarrollo personal, moral y psíquico del agredido”174, considerándose que el 
delito sexual es una de las conductas que vulneran de manera grave los derechos 
reconocidos a los menores de edad atendiendo a su vulnerabilidad y debilidad 
manifiesta (Cursiva propia).  
Lo anterior implica que las autoridades deban hacer en caso de enfrentamiento de 
derechos de un menor de edad y otro u otros derechos una interpretación en favor 
                                                          
173 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-718. Op. cit. 
174 Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C-177 de 26 de marzo de 
2014. M. P. Nilson Pinilla Pinilla.   
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del menor. En materia penal además se ha dicho que la protección prevalente 
debe brindarse en dos direcciones o aspectos, así:  
 
El primero, el compromiso del Estado de sancionar severamente las conductas 
penales cometidas contra menores de edad, lo que se piensa se cumpliría según 
lo establecido en el art. 199 de la Ley 1098 de 2006 que elimina beneficios propios 
del derecho penal para el infractor penal; en segundo lugar el Estado debe 
garantizar el restablecimiento de los derechos al menor a través de “las medidas 
de reparación, protección específica durante el procedimiento penal, garantía de 
no repetición, verdad y no revictimización”175. 
 
En virtud de lo mencionado, se han adoptado medidas para evitar la 
revictimización de los niños dentro de los procesos penales que se adelantan en 
contra de sus agresores, prohibiendo que entren en contacto con el mismo y 
estableciendo que solo se entrevisten por una vez por personal calificado y 
especializado en entrevista forense para niños176, estás constituyen medidas de 
protección especial hacia el menor, teniendo en cuenta como se ha dicho con 
anterioridad su inmadurez y vulnerabilidad, entre otros aspectos.     
 
Sin embargo y no obstante la obligación de protección especial de los derechos e 
intereses de los menores de edad, Colombia está constituida como un Estado 
social y democrático de derecho, reconociendo garantías y derechos a todos los 
ciudadanos y que no se podrían desconocer a ninguno de ellos, ni siquiera en 
procura de la protección especial a los menores de edad, es decir, la protección a 
esta población en estado de indefensión y vulneración debe estar articulada con el 
respeto de las garantías y derechos del infractor penal con el fin de no 
                                                          
175 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-177 de Marzo de 2014, M. P. : Nilson Pinilla 
Pinilla.  
176 “Ley 1652 de 12 de julio de 2013. Por medio de la cual se dictan disposiciones acerca de la entrevista y el 
testimonio en procesos penales de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales.”   
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desconocerles los derechos que como ciudadanos les reconoce la Constitución 
Nacional177.  
 
La norma analizada prohíbe la aplicación de beneficios y mecanismos sustitutivos 
al inculpado por los delitos que la misma norma consagra cometidos en contra de 
los niños, niñas y adolescentes.  
 
El sistema jurídico colombiano determina la finalidad de la pena que en primer 
momento tiene un fin preventivo, ya que a nivel legislativo lo que se pretende es 
evitar la comisión de la conducta mediante la amenaza de una sanción, en 
segundo lugar tiene un fin retributivo, en atención a que se impone la pena al 
infractor de la ley y un fin resocializador porque la sanción debe estar conforme 
con los principios humanistas y de las normas del derecho internacional porque 
busca la incorporación del individuo nuevamente a la sociedad. Al respecto 
expresa la Corte Constitucional:  
 
“Sólo son compatibles con los derechos humanos penas que tiendan a la 
resocialización del condenado, esto es a su incorporación a la sociedad como un 
sujeto que la engrandece, con lo cual además se contribuye a la prevención 
general y la seguridad de la coexistencia, todo lo cual excluye la posibilidad de 
imponer la pena capital.  
 
En conclusión, debe entenderse que la pena debe, entre sus varias finalidades, 
cumplir una función de prevención especial positiva; esto es, debe buscar la 
resocialización del condenado, obviamente dentro del respeto de su autonomía y 
dignidad, pues el objeto del derecho penal en un Estado social de derecho no es 
                                                          
177 Corte Constitucional de Colombia. Sala Sexta de Revisión. Sentencia de Tutela T-718 de 24 de noviembre 
de 2015. M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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excluir al infractor del pacto social, sino buscar su reinserción en el mismo”178 
(Cursiva propia).  
 
La Corte Constitucional179 ha determinado que el art. 199 del Código de la Infancia 
y la Adolescencia, se enmarca dentro de la función de prevención general de la 
pena, ya que el propósito de la norma es disuadir a la comunidad en general de la 
comisión de delitos, reforzando la amenaza con la efectiva ejecución de la pena y 
advierte que no se trata de una norma preferente en el entendido que contiene 
regulaciones para adultos y no para menores. 
 
Además, afirma en su fallo de tutela que al legislador le esta “prohibido cercenar 
las garantías mínimas superiores de la dignidad humana, el debido proceso, la 
libertad, la igualdad, entre otros, prevalido de una aparente protección al menor. 
Esto porque la salvaguardia de un grupo diferenciado no puede constituirse en un 
instrumento de violación de aquellos que se encuentran en otra categoría 
igualmente amparada por el ordenamiento jurídico que se irradia desde la Carta 
Política”180 (Cursiva propia).  
 
En el referido pronunciamiento, la Corte reconoce el derecho de igualdad del 
condenado a redimir su pena, como un derecho de protección constitucional, que 
no es posible desconocer, ni siquiera en virtud de una supuesta protección 
especial y prevalente de los derechos de los menores, en el entendido que es un 
derecho del penado, en especial por la función resocializadora de la pena y 
consideró que los derechos del infante están protegidos a lo largo de la actuación 
penal y que desconocer este derecho vulneraria el principio de igualdad del 
condenado.  
                                                          
178 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-144 de 1997. M. P. Alejandro 
Martínez Caballero.  





Finalmente sugiere una revisión de la política criminal con el fin de que la actividad 
para la redención de la pena, como programa de resocialización se adapte a la 
conducta delictiva en la que el individuo haya incurrido181. 
 
Se ha de decir entonces, que las conductas de agresión hacia los niños, no tienen 
ninguna justificación, en el entendido que les lesiona como persona y podrían 
llegar a afectar su desarrollo y desempeño en la edad adulta, dependiendo las 
secuelas de la agresión de la que haya sido víctima, porque se trata de seres 
humanos en proceso de formación que no causan daño a sus agresores y por lo 
general se podría decir que son víctimas instrumentos, en el sentido de que son 
agredidos por motivos que no les conciernen, por ejemplo en venganza de adultos 
o familiares.  
 
Sin embargo, en lo que tiene que ver con el delito sexual en contra de los niños, 
se debe tener en cuenta que en la mayoría de los casos, en especial cuando es en 
contra de infantes de corta edad se trataría de pedofilia, definida como: “Trastorno 
sexual del que se siente atraído físicamente hacia los niños de igual o distinto 
sexo”182, por lo que de ninguna manera podría pensarse que un trastorno sexual 
pueda tratarse con una pena o con la perdida de los beneficios o mecanismos 
sustitutivos, sino que sería necesario implementar otro tipo de tratamiento para la 
posible resocialización del infractor, con el fin de tratar de evitar la repetición de la 
conducta una vez el condenado purga su pena (Cursiva propia).   
  
                                                          
181 Corte Constitucional de Colombia. Sala Sexta de Revisión. Sentencia de Tutela T-718 de 24 de noviembre 
de 2015. M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.  




Del estudio y análisis del contenido del numeral 1 del art. 199 de la Ley 1098 de 
2006, así como de la ponderación del interés superior de los niños, niñas y 
adolescentes con el derecho de igualdad de los infractores de la ley penal, en el 
entendido que quienes cometan delitos de homicidio o lesiones personales 
culposas, agresión sexual o secuestro contra un menor de edad, siempre que 
exista mérito para proferir medida de aseguramiento, la misma consistirá en 
reclusión en establecimiento carcelario, en consecuencia no procederán las 
medidas de seguridad no privativas de la libertad, se puede concluir lo siguiente:   
La protección prevalente a los derechos de los menores de edad, ha sido un 
interés a nivel internacional, motivo por el cual estos derechos se han enunciado y 
reconocido en diferentes instrumentos internacionales, en los que se reconoce al 
niño, su dignidad como persona sujeta de derechos, pero además la necesidad de 
gozar de una protección especial y prevalente, frente a los derechos e intereses 
de los demás. 
Por lo anterior y con el fin de concretar ese interés superior hacia este grupo 
poblacional, se realiza la Convención sobre los Derechos del Niño, en cuyo 
contenido se establecen normas y principios en pro de la protección de los niños, 
así como las obligaciones de los Estados Parte.   
Colombia reconoce a los niños como sujetos de especial protección y cuenta con 
normas constitucionales que elevan sus derechos a esta categoría y obliga a la 
familia, a la sociedad y al Estado a la protección de los infantes, además incorpora 
los tratados internacionales ratificados por el Congreso de la República que versan 
sobre derechos humanos a la normatividad nacional, elevándolos al mismo rango 
que la Constitución Política, por medio del Bloque de Constitucionalidad, al que se 
debe acudir para la protección de los derechos de los niños.   
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Jurisprudencialmente se ha reconocido el principio pro infans, en virtud del cual 
todas las autoridades deben resolver sus asuntos en favor del interés superior del 
niño, niña y adolescentes con el fin de no afectar su correcto y normal desarrollo, 
buscándose siempre la protección de los infantes.  
En Colombia se expidió la Ley 1098 de 2006, “Código de la Infancia y la 
Adolescencia”, normatividad que consigna los derechos reconocidos internacional 
y constitucionalmente de los niños, ratificando su condición de sujetos de especial 
protección. El numeral 1 del art. 199 de esta norma, establece la medida de 
aseguramiento en lugar de reclusión y la imposibilidad de aplicación de medidas 
de aseguramiento no privativas de la libertad a quienes cometan delitos de 
secuestro, homicidio, lesiones personales dolosas, sexuales en contra de los 
niños, niñas o adolescentes.  
Es absolutamente necesario, que el Estado colombiano adopte medidas de 
protección especial en favor de la niñez, teniendo en cuenta, como se reconoce en 
los instrumentos internacionales, que precisamente por su condición de población 
en desarrollo y formación, son sujetos vulnerables, que además a futuro estarán al 
frente del destino del país, así pues, tales medidas deben ser eficientes y eficaces 
para la protección de los niños.  
Precisamente por ser una población vulnerable, sus derechos no pueden estar en 
el mismo rango que los derechos de las demás personas, sino en el rango en el 
que se les ha ubicado, es decir, prevalente y preferente frente a los derechos de 
los demás asociados, porque es obligación de la familia, la sociedad y el Estado 
observar su interés superior, esto es, protegerles de manera especial.  
Ahora pues, lo que se advierte con la restricción contenida en el numeral 1 del art. 
199 de la Ley 1098 de 2006, es que si bien es cierto se pretende la protección de 
los bienes jurídicos de la vida, integridad, libertad sexual y libertad de los niños, 
niñas y adolescentes, no se puede dejar de lado la posibilidad de que este tipo de 
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normas, en lugar de proteger y garantizar de manera prevalente los derechos de 
los niños, pueden llegar a no ser precisamente eso, normas que protejan a la 
niñez, víctima de actos que afectan gravemente su integridad y formación como 
personas.  
Con lo anterior, si bien es cierto, el fin de proteger de manera prevalente y 
preferente los derechos de los niños, es ajustado a la ley, a los convenios y a los 
tratados internacionales suscritos por el Estado colombiano y ratificados por el 
Congreso de la Republica, se puede concluir que las restricciones contenidas en 
la norma estudiada, están lejos de proteger los derechos de la infancia.  
No está de menos recordar que permanente los medios de comunicación hacen 
referencia a graves vulneraciones a la vida, libertad, integridad y formación sexual 
de los niños en este país, considerándose necesario realizar estudios consientes y 
profundos de esta problemática con el fin de evitar seguir legislando de manera 
errada, porque el endurecimiento de las penas y pérdida de beneficios no ha sido 
una herramienta de efectiva protección de los menores.  
Adicional a esto, la norma no ha cumplido con la protección efectiva hacia los 
menores, fin para el cual fue creada, no se debe desconocer que su esencia 
vulnera los derechos y preceptos del procedimiento penal acusatorio, al restringir y 
prohibir la aplicación de los beneficios y subrogados penales a los individuos que 
vulneren los derechos de los niños, es decir aquellos inmersos en las conductas 
de secuestro, homicidio, lesiones personales dolosas, delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexual. 
Así las cosas, consideramos que en cierta medida se obstruye la pronta y efectiva 
administración de justicia, el derecho a la verdad y reparación, entre otros, ya que 
el imputado no estaría interesado en colaborar en el proceso, pues la institución 
procesal de las medidas de aseguramiento, propia además del sistema acusatorio, 
al no estar presente en los casos previstos en el numeral 1 del art. 199 de la Ley 
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1098 de 2006, le resta importancia a los precitados derechos, finalmente con qué 
sentido el imputado va a colaborar con la justicia, si no va a obtener el beneficio de 
detención preventiva en lugar de residencia por ejemplo, o a sabiendas de que se 
decretará medida de aseguramiento que obligatoriamente será en establecimiento 
de reclusión prefiriendo entonces ser vencido en juicio que aceptar los cargos o 
peor aún que en caso de que los motivos fundados para decretar la medida de 
aseguramiento resulten infundados, resulta la imposición de reclusión preventiva 
en establecimiento de reclusión demasiado lesiva para el imputado.  
Ahora bien, los convenios y tratados internacionales obligan a los Estados Parte a 
adoptar medidas de protección en favor de los niños, niñas y adolescentes, con el 
fin de proteger sus derechos, es decir que las medidas que adopte el Estado 
deben ser efectivas para este fin.  
No obstante, Colombia podría adoptar otras alternativas y efectivizar la protección 
de los niños, frente a las conductas atroces de los que son víctimas y que 
evidentemente afectan su adecuado y normal desarrollo, en especial lo referente a 
los delitos de abuso sexual y secuestro, que son conductas que afectan 
gravemente y deterioran a todas las víctimas, pero se considera causarían mayor 
afectación a los niños, precisamente por su falta de madurez, con graves 
consecuencias para su adecuado y esperado desarrollo.  
Dicho esto, se debería pensar en otras alternativas o soluciones para la 
problemática que afectan a nuestros niños, niñas y adolescentes, porque es cierto 
que las conductas contra los menores deben ser castigadas, sin embargo, no 
debe tratarse de un castigo sin ninguna finalidad, ya que el castigo a este tipo de 
conductas debe estar encaminado precisamente a la protección de sus derechos, 
dividiéndolos en dos sentidos:  
El primero un fin preventivo, para que los ciudadanos se abstengan de agredir y 
lesionar de esta forma a los niños, en especial porque estas conductas dañan de 
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una manera grave su esencia y difícilmente existe un olvido de esta agresión, 
afectando de  esta manera a la sociedad a futuro, por el impacto que se le causa 
al individuo en la infancia; en segundo lugar debe existir un fin o medio de 
reproche contra el individuo que cede a sus pasiones y decide agredir a un infante, 
este castigo debe ser fuerte por lo que la conducta implica para el menor, para su 
familia y para la sociedad.   
Así las cosas y en atención a que Colombia es un Estado social de derecho, que 
reconoce derechos y garantías a todos sus ciudadanos (niños y mayores de 
edad), sin desconocer que en virtud de los tratados y convenios internacionales se 
ha adquirido un compromiso con la protección especial y prevalente de los niños y 
que el mismo derecho internacional solicita que se adopten medidas que 
efectivamente garanticen el derecho de los niños, se puede concluir que las penas 
fuertes y la pérdida de beneficios propios del sistema penal acusatorio no son del 
todo garantía para la salvaguarda de los derechos de los niños.  
Además de esto, el tratamiento penitenciario y carcelario, debe tender a la 
resocialización del infractor, sin embargo el sistema carcelario no ofrece ninguna 
garantía para la resocialización de los reos y menos aún para aquellos con algún 
tipo de trastorno sexual (pedofilia), concluyendo que la legislación colombiana se 
ha quedado corta frente al compromiso de proteger a los niños, niñas y 
adolescentes frente a conductas que les afectan gravemente.  
Se puede advertir entonces que no solo las conductas descritas en el art. 199 de 
la Ley 1098 de 2006, homicidio, lesiones personales dolosas, abuso sexual y 
secuestro, vulneran de manera importante y en algunos casos irreparable los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, pues existen otras conductas de 
igual o mayor entidad que les afectan y no se encuentran incluidas.   
Sin embargo, en esos casos no se restringe la aplicación de los beneficios y 
mecanismos sustitutivos en favor del infractor, considerando dentro de estas por 
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ejemplo el abandono, la utilización de menores en bandas delincuenciales que los 
sumerge en conductas delictivas como el hurto, el sicariato, el tráfico y porte de 
estupefacientes, el homicidio etc., sin olvidar aquellas conductas que afectan de 
manera masiva a los niños cuando se apropian de los recursos destinados para la 
atención de los infantes más vulnerables.    
Finalmente, se puede concluir según las conductas descritas en el art. 199 de la 
Ley 1098 de 2006, que no es posible dar el mismo trato a los infractores, porque el 
origen de su actuar puede ser diferente, si bien en algunos casos se realizan todas 
estas conductas por el mismo sujeto, es decir secuestrar, abusar y asesinar, en 
ocasiones nos encontramos en presencia de un solo tipo penal, por lo tanto, 
consideramos necesario darle un tratamiento diferente, tendiente a la 
resocialización del individuo.  
Por todo lo anterior, nos permitimos realizar las siguientes recomendaciones, 
como aporte para el mejoramiento del sistema de protección a la infancia:  
1. Es necesario continuar y reforzar el sistema educativo, como se 
reconoce en los instrumentos internacionales, los niños son sujetos en 
formación y es por esto que se les debe instruir desde temprana edad, 
no solo en educación sexual, sino en temas específicos como el que 
nos ocupa, el respeto hacia los demás y hacia su dignidad, el control de 
sus impulsos, la importancia de vivir y brindar una niñez sana y 
saludable, tal vez así al cabo del tiempo se logre disminuir las 
agresiones hacia los niños.  
 
2. Se debe mantener la medida de aseguramiento de detención en 
establecimiento carcelario en los casos de flagrancia y en los 
establecidos en el art. 308 del Código de Procedimiento Penal, con lo 
que se estaría preservando el derecho de igualdad entre los procesados 
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y afectando la libertad únicamente de aquellos ciudadanos sorprendidos 
en la comisión del ilícito.   
 
3. Así mismo, se debe ofrecer al infractor de la libertad y formación sexual 
de los niños, otras alternativas para su resocialización, en el entendido 
que la pedofilia es definida como un trastorno de la sexualidad, siendo 
una conducta social y moralmente reprochable, considerándose 
necesario que se le brinde un tratamiento profesional de psiquiatra o 
psicología, tendiente a la modificación de la conducta impulsiva, 
contando con el respectivo seguimiento y concepto del terapeuta.  
 
4. Adicionalmente se puede ampliar la protección especial frente a 
conductas de abandono porque se pone en grave riesgo la vida, la 
integridad y la formación del infante y a conductas en las que los 
menores de edad son utilizados como instrumentos para la comisión de 
conductas delictivas, así como a aquellos que se apropian de los 















CASTRO CUENCA, Carlos Guillermo. Corrupción y Delitos Contra la Administraci-  
ón Pública. Universidad del Rosario. Bogotá. 2009.  
 
DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. Los deberes del Estado colombiano de investigar, juz- 
gar y sancionar los delitos internacionales. Primera Edición. Universidad 
Libre. Bogotá. 2016.  
 
Diccionario de la Lengua Española. Espasa. 2005.     
 
GÓMEZ SERRANO, Laureano. Análisis de las sentencias de la Corte Constitucio- 
nal colombiana en la protección de los Derechos Fundamentales. Primera 
Edición. Editorial Doctrina y Ley. Bogotá. 2009.    
 
PECES-BARBA MARTÍNEZ, Gregorio; FERNÁNDEZ LIESA, Carlos R; LLAMAS  
CASCÓN, Ángel. Textos Básicos de Derechos Humanos. Editorial 
Aranzadi. Elcano (Navarra). 2001.  
 
PINILLA PÁEZ, Rafael. Código de la Infancia y Adolescencia. Cuarta Edición. Li-  
brería Jurídica Sánchez LTDA. Medellín 2016. 
 
QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual Derecho de Infancia y Adolescencia. Terce-  
ra Edición. Ediciones Doctrina y Ley LTDA. Bogotá. 2013.  
 
ROXIN, Claus. Política criminal y sistema del derecho penal. Bosch, Barcelona.  
99 
 
1972.   
 
 
SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Derecho Penal Constitucional. Universi- 
dad Externado de Colombia. 2014.   
 
NORMATIVIDAD  
Constitución Política De Colombia de 1991.  
Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para con- 
traer matrimonio y el registro de los matrimonios. Organización de las 
Naciones Unidas. 1962. 
 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Organización de los Estados  
Americanos, OEA. 1969.    
 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la  
Mujer, CEDAW. Organización de las Naciones Unidas. 1979.     
 
Convención sobre los Derechos del Niño. Organización de las Naciones Unidas.  
1989.   
 
Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño. Sociedad de Naciones.  
1924.   
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. Organización de las Naciones 
Unidas. 1948. 
 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Organización de  
100 
 
los Estados Americanos. 1948.  
 
 
Declaración de los Derechos del Niño. Organización de las Naciones Unidas.  
1959. 
 
Decreto 2737 de 1989.   
 
Ley 16 de 1972. Congreso de la Republica de Colombia. 
 
Ley 599 de 2000. Congreso de la Republica de Colombia.  
 
Ley 906 de 2004. Congreso de la Republica de Colombia. 
 
Ley 1098 de 2006. Congreso de la Republica de Colombia.  
 
Ley 1564 de 2012. Congreso de la Republica de Colombia.  
 
Ley 1652 de 2013. Congreso de la Republica de Colombia.  
 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Organización de las Naciones  
Unidas. 1966. 
 
Proyecto de ley 085 de 2005. Cámara de representantes de Colombia.  
 
Proyecto de ley 215 de 2005. Cámara de representantes de Colombia.  
 








Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-195 de 20  
de mayo de 1993. M. P. Alejandro Martínez Caballero.  
 
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-530 del 11  
de noviembre de 1993. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
565 de 07 de diciembre de 1993. M. P. Hernando Herrera Vergara. 
 
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-179 de 13  
de abril de 1994. M. P. Carlos Gaviria Díaz.  
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-038 de 09  
de febrero de 1995. M. P. Alejandro Martínez Caballero. 
 
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-022 del 23  
de enero de 1996. M. P. Carlos Gaviria Díaz. 
 
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-079 de 29  
de febrero de 1996. M. P. Hernando Herrera Vergara.  
 
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-144 de 19  
de marzo de 1997. M. P. Alejandro Martínez Caballero. 
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Tercera de Revisión. Sentencia de  




Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Unificación SU-225  
de 20 de mayo de 1998. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-582 de 11  
de agosto de 1999. M. P. Alejandro Martínez Caballero.  
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Quinta de Revisión. Sentencia de Tutela  
T-256 de 06 de marzo de 2000. M. P. José Gregorio Hernández.  
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
1064 de 16 de agosto de 2000. M. P. Álvaro Tafur Galvis.  
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
093 del 31 de enero de 2001. M. P. Alejandro Martínez Caballero.  
  
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
067 de 04 de febrero de 2003. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
  
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
228 de 05 de marzo de 2008. M.P. Jaime Araújo Rentería.   
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
738 de 23 de julio de 2008. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
 
Corte Constitucional De Colombia. Sentencia de Constitucionalidad C-936 de 23  
de noviembre de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Cuarta de Revisión. Sentencia de Tutela  




Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
177 de 26 de marzo de 2014. M. P. Nilson Pinilla Pinilla.    
Corte Constitucional de Colombia. Sala Plena. Sentencia de Constitucionalidad C- 
387 de 25 de junio de 2014. M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.          
 
Corte Constitucional de Colombia. Sala Sexta de Revisión. Sentencia de Tutela T- 




Carta de los Derechos Humanos. Recuperado de  
[www.un.org/es/rights/overview/charter-hr.shtml] el 16 de enero de 2017. 
 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Recuperado de  
[www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp] el 18 de enero de 
2017. 
 
Sistema de Información sobre la Primera Infancia en América Latina –SIPI-,  
recuperado el 01 de febrero   de 2017 de  
[www.sipi.siteal.org/sites/default/files/.../sipi_cuaderno_05_interes_superior_
nino.pdf].   
 
 
 
 
 
 
